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BERNARDINO BRAVO LIRA 

EL DERECHO INDIANO DESPUES DE LA INDEPENDENCIA 
EN AMERICA ESPA"OLA, 

LEGISLACION y DOCTRINA JURIDICA 

Es sabido que el derecho indiano siguió vigente en América 
española después de su independencia. Sin embargo, no hay nin­
gún estudio dedicado a esta pervivencia que se prolongó por va­
rias décadas y en muchos campos, incluso por más de un siglo. 

Diversas razones explican que la historiografía no haya pres­
tado mayor atención a este último capitulo de la historia del de­
recho indiano. Tal vez, la más poderosa sea la tendencia a buscar 
una delimitación lo más precisa posible del derecho indiano tanto 
espacial como temporalmente en función de la monarquía. Expre­
sión de ella es la conocida y aceptada definición del derecho in­
diano propuesta hace más de treinta años por García-Gallo: 
"aquel que rigió en las Indias o provincias de América y Filipinas 
mientras formaban parte de la monarquía española".1 

Pero el derecho indiano no desapareció con la monarquía. 
Antes bien , es uno de los grandes legados de ella a sus estados 

En otras palabras, la independencia marca el fin de la época 
indiana, pero no del derecho indiano. Como no podía menos que 
suceder, en todos los estados sucesores de la monarquía este de­
recho mantuvo su plena vigencia por un tiempo más o menos 
prolongado, salvo en los puntos en que por excepción fue refor­
mado o reemplazado. Esto sucedió primero en el terreno político 
e- institucional, pues la más urgente necesidad de los estados su­
cesores era consolidarse bajo un gobierno propio. Sólo posterior-

I Garcia.Gal10, Alfonso, Panorama aCfual de los estudios de Historia 
del Derecho indiano, en Revista de la Ullillersidad de Madrid 1, Madrid, 
1952, p. 41 SS., ahora en sus Estudios de Historia del DerecllO It¡diano, 
Madrid, 1972, p. 37. 
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mente se modificó o substituyó al derecho indiano en otros te­
rrenos. 

Lo ocurrido con el derecho indiano en América española des­
pués de la independencia no tiene nada de extraordinario o sin­
gular. Algo similar sucedió, por ejemplo, un siglo más tarde en 
Europa central, a raiz de la desintegrnción de la monarquía danu­
biana en 1918.1 

También allí en sus estados sucesores persist ió el antiguo 
derecho, dentro del cual se incluía nada menos que el código civil 
general (ABGB). Y también allí las primeras innovaciones se 
produjeron en el campo político institucional, porque, al igual 
que en América, la más apremiante necesidad de esos estados 
sucesores era consolidarse bajo un gobierno propio. Sólo en for­
ma más tardía y más limitada se modificó el antiguo derecho en 
otros terrenos. 

Ultima fase del derecho indiano 

El presente estudio tiene por objeto la subsistencia del dere· 
cho indiano en América española después de la independencia. 

Se trala de la última fase del derecho indiano. En términos 
generales, ella principia con la independencia o muchas vece~ con 
el comienzo del movimiento que condujo a la independencia. A 
partir de entonces, e l derecho indiano sufre una serie de trans­
fonnaciones, pero sigue vigente. La nueva legislación se limita a 
superponerse al derecho indiano, que en lo demás se mantiene 
inalterado. Esta situación se prolonga hasta la cod ificación. Sólo 
con ella puede decirse que se pone fin a la vigencia del derecho 
indiano, porque entonces se lo reemplazó por el derecho codifi­
cado. De esta forma el derecho indiano desaparece como derecho 
vigente y pasa a convertirse en mero antecedente histórico del de­
recho codificado. 

Por eso es lícito afirmar, que con la entrada en vigor de los 
nuevos códigos termina la historia del derecho indiano, aunque 
estos códigos se elaboren sobre la base del propio derecho india· 
no y éste subsista, por tanto, dentro de sus articulos. 

l Bra~'o Lira, Be",!ardino, ~II paralelo histórico: el lill de la mOllar­
~~:~r~:(~~I~r~~s~')~érlca y el 1m de la monarquía dallubiaua en Europa 
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Los libros jurídIcos como testimonio de la pervive/lcia 
del derecho indiatlo 

Ciertamente, el camino más directo para comprobar esta vi­
gencia del derecho indiano en los estados sucesores de la monar­
quía española, es el examen de los expedientes judiciales y de la 
vida jurídica práctica tal como la reflejan los libros de escriba­
nos. Pero, aunque se haya trabajado en este sentido, queda toda­
vía una tarea inmensa por cumplir.J 

Pero hay otra manera de abordar el tema. Es la que sugiere 
la afirmación de Alvaro D'Ors de que la Historia del Derecho es 
en último término historia de los libros jurídicos.' 

Nuestra investigación puede, pues, partir de los libros de 
derecho usuales al tiempo de la independencia. En la medida en 
que esta literatura jurídica indiana siga en uso después de la 
independencia e incluso se enriquezca con nuevas obras, consti­
tuye una prueba de la pervivencia del derecho indiano. 

Como es sabido, esta literatura está formada conjuntamente 
por dos tipos de obras que, en cicrto modo, corresponden a dos 
de los elementos fundamentales del derecho indiano: el derecho 
específico de Indias y el derecho castellano. 

Pertenecen al primer grupo los libros que tratan temas espe­
cíficamente indianos, como son la gobernación de las Indias, el 
Real Patronato indiano, la condición jurídica de los indígenas y 
demás. En cambio, pertenecen al segundo grupo las obras que 
tratan del derecho castellano vigente en América, como comenta­
rios a la Nueva Recopilación, a las Leyes de Toro, a las Partidas 
y a otros textos legales, o como libros sobre derecho de familia, 
sucesorio, de contratos, comercial. procesal, penal y demás. 

No debe extrañarnos el predominio de la literatura jurídica 
castellana en América española, porque el derecho castellano es 
el principal elemento formativo del derecho indiano. Por eso, ca-

1 En la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile se trabaja 
desde hace años en un índice del contenido de los libros de escribanos 
chilenos del siglo XVIII. Para el siglo XVII eJl:isten Ir.abajos aislados como 
el de Antonio Oougnac Rodríguez, ludie/! del Arel/II'o ,le escribanos de 
Va/paraíso 1660-1700, en Historia 7, Santiago, 1968, p. 227 ss. 

~ O'Ürs, Alvaro, Ulla introducción al estudio del DerecllO, 2' ed., Val­
paraíso, 1976, p. 16. 
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be afirmar que el derecho indiano, en último término, es sino 
una variante del derecho castellano adaptado a las condiciones 
y circunstancias de América española. 

La pervivencia del derecho indiano después de la independen· 
cia abarca en general toda la vida jurídica. Por eso se manifiesta 
de múltiples formas a través de la literatura jurídica. 

En términos generales cabe distinguir en ella, aparte de los 
libros juridicos más usuales, tres grandes directrices, ya perfecta· 
mente definidas en la segunda mitad del siglo XVIII y que se pro­
longan durante el siglo XIX, después de la independencia, hasta 
desembocar en la codificación. 

La primera de ellas está constituida por la afirmación del 
derecho patrio o nacional La segunda es la de los prácticos del 
derecho. Por último, tenemos la labor recopiladora o codificadora 
de la legislación. 

Legislación y libros juridicos más usuales 

La desmembración política de América española, a raíz de su 
independencia, no alteró su unidad jurídica fundamental, dentro 
del ancho marco que el derecho indiano dejaba a la diversidad 
regional y local. El derecho vigente en los distintos estados suce­
sores de la monarqufa hispanoindiana siguió siendo básicamente 
el mismo. También fueron similares las modificaciones que expe­
rimentó. En general, ellas se inspiran en los ideales de la Ilustra­
ción y se abren paso a través del constitucionalismo y la codifi· 
cación. 

En algunos estados sucesores de la monarquía se declaró, 
incluso expresamente, la subsistencia del derecho indiano. 

1817~Sf, por ejemplo, en Argentina, dispuso el Reglamemo de 

"!l~sta que la constitución determine lo conveniente, sub. 
slstlrán todos los códigos legislativos, cédulas, reglamentos 
y d~más dispo_siciones generales y particulares del antiguo 
gobIerno espanol que no estén en oposición directa o indi­
recta con la libertad e independencia de estas provincias ni 
con este reglamento y demás disposiciones que no sean con. 
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tranas a él, libradas desde el 25 de mayo de 1810",' es decir, 
desde la instalación de la Junta Gubernativa en esa fecha. 

Muy similar es lo que se ordenó en Chile, en la COl1stitución 
Provisoria de 1818: 

"Interin se verifica la reunión del Congreso, juzgarán (los 
magistrados) todas las causas por las leyes, cédulas y prag­
máticas que hasta aquí han regido, a excepción de las que 
pugnan con el actual sistema liberal de gobierno. En ese 
caso consultarla con el Senado, que proveerá el remedio".6 

Más terminante aún es la COllstitucióll de Cúcuta de 182 1, 
para Colombia, Ecuador y Venezuela. En su art. 188 dispone: 

"Se declaran en su fuerza y vigor las leyes que hasta aquí 
han regido en todas las materias y puntos que directa o in­
directamente no se opongan a esta constitución ni a los 
decretos y leyes que expidiere el Congreso".1 

Así, pues, la regla general en América española es la subsis­
tencia del derecho indiano con la limitación de aquello que se 
oponga al nuevo sistema político y a la legislación de los nuevos 
gobiernos. 

En Colombia se reguló, incluso expresamente, la superposi­
ción de la legisl ación del nuevo estado independiente respecto a 
la de tiempos de la monarquía. Con este objeto se reformó y 
completó el orden de prelación de las leyes que antes de la inde­
pendencia regía para el derecho indiano. Por ley de 13 de mayo 
de 1825 se dispuso: 

"El orden en que deben observarse las leyes en todos los 
tribunales y juzgados de la República, civiles, eclesiástico y 
militares, así en materias civiles como criminales, es el si· 
guiente: 
1 ~ Las decretadas o que en lo sucesivo se decreten por el 
Poder Legislativo. 

~Anzoateguj, Victor y Martiré, Eduardo, Manual de Historia de 
los mstiWciollcs argellfillus, S" cd., Buenos Aires,. 1967. 1981, p. 471. 

6 COllstit¡¡cióll pro11isoria del Estado de ChIle, 181 8, título V, cap. l., 
art.2. 

1 Constitución de 30 de agosto de 1821 para Colombia, Ecuador y Ve· 
nezuela, arto 188, en Gil Fortoul, José, Historio cOIIstitucionaI de Vellewela, 
S' cd., 3 vols. Caracas 1967, vol. 2, p. 572 ss. 
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2~ Las pragmáticas, cédulas, órdenes, decretos y ordenan­
zas del gobierno español sancionadas hasta el 18 de marzo 
de 1808, que estaban en observancia bajo el mismo gobierno 
en el territorio que forma la República. 
3~ Las leyes de la Recopilación de Indias . 
4~ Las de la Nueva Recopilación de Castilla. 
5~ Las de las Siete Partidas".' 

La literatura juridica 

A modo de introducción nos ocuparemos de los libros jurí­
dicos más usuales. Allí es donde primcro se advierte la persisten­
cia del derecho indiano después de la independencia y su despla­
zamiento por el derecho codificado. 

No es fácil formarse una idea del vasto conjunto de obras 
de derecho más usuales en América española entre mediados del 
siglo XVIII y mediados del siglo XIX.9 Sin embargo, es posible 
echar un vistazo a las principales ediciones de textos legales, a 
las obras jurídicas ligadas a ellos y a los otros libros de derecho 
más usuales. 

Durante los siglos XVIII y XIX se hacen múltiples ediciones 
de los cuerpos legales vigentes. La más importante es la de la im­
prenta de La Publicidad, Los Códigos espaJioles concordados y 
anotados, aparecida en Madrid en doce volúmenes entre 1847 y 
1851 Y reimpresa en 1872_73.\0 Esta colección circuló en toda Am~­
rica española. Se la encuentra en bibliotecas de abogados, juris­
consultos, jueces, academias de práctica forense y facultades de 
derecho. 

~ Ley sobre procedimiento civil, 13 mayo 1825 en Alfonso Uribe Misas 
Estudio prelimillar a Código Civil de Colombia, Madrid. 1963, p. 15-16. 

En Chile por Decreto Ley de 28 de abril de 1837 se declaró la vigencia 
de las leyes del Estilo y su lugar dentro del orden de prelación. Ver Bolctíll 
de las Leyes y Decretos del Gobiemo 8-2, N° 20, p. 28, Santiago, 1938. 

9 Dos utilísimos panoramas son: Giben, Rafael, Ciencia jurídica espa­
¡iola, Granada, 1971 y Garda·Gallo, Alronso, La delTda jlmdica el! la forma­
ción del derecho Hispanoamericallo eu los siglos XVI al XVlll. en AH DE 
44, Madrid, 1974, p. 157, hay separatum. 

10 Códigos espmloles (imprenta de la Publicidad) 12, vol., Madrid, 
1847-51, reimpresos, Madrid, 1872-73. 
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La edición comprende la serie de cuerpos jurídicos españo­
les, desde el Fuero Juzgo hasta la Novísima Recopilación. Con­
tiene, por tanto, el Ordenamiento de Alcalá, las Leyes de Toro y, 
por supuesto, las Siete Partidas. En la edición de ellas se incluyó 
la glosa de Gregorio López con un índice. 

Todos estos grandes cuerpos legales tienen una literatura 
jurídica dependiente. Como es sabido, las Siete Partidas son el 
texto de mayor y más frecuente aplicación dentro de la legisla­
ción castellana. Eso explica sus frecuentes reediciones, especial­
mente a partir de 1758. A la de ese año siguieron otras, como la 
publicada en Valencia en 1759 con notas de José Bemí y Catalá 
(1712-87), la aparecida también en Valencia en 1767, con la glosa 
de Gregario López, otra igual impresa en Madrid en 1789, la de 
la Real Academia de la Historia dada a la estampa en Madrid en 
1807, otra con la glosa de López impresa también en Madrid 
en los años 1829-31 u otra aparecida en París en 1851 que reúne 
el texto de la academia con las glosas de Gregario López. 

Para las Partidas, además de esta glosa, hay unos Apllnta­
mientas sobre las Leyes de Partida al tenor de las Leyes recopi­
ladas, autos acordados, alifares espaii.oles y práctica moderna, de 
José Bemí y CataláLl y un Compendio de Derecho Público y Ca­
mtín de España o De las Leyes de las Siete Partidas, colocado en 
5Ll orden Hatural de Vicente Vizcaíno Pérez, aparecido en Madrid 
en 1784.1.l En él no sólo se expone el derecho en orden natural, 
según la expresión clásica de Domat. Además, se remite a las 
leyes recopiladas que confirman, corrigen o declaran las de Par­
tidas. 

Acerca de las Leyes de Toro hay una rica literatura. Dentro 
de ella sobresale la obra de Antonio Gómez, Ad Leges Taurii C01"­

mentarium abso/utissimwl1 publicado en Salamanca el mismo 
año 1555 de la edición de las Siete Partidas por Gregario López 
y reimpreso en Madrid en 1794.1-' Este es un libro que tampoco 

11 Bemi, José, Apuntamientos sobre las leyes de Partida, al tenor de 
leyes recopiladas, aUlaS acordados, autores españoles}" prdclica madema. 
7 vals. Valencia, 1759. 

11 Vizcaíno Pérez, Vicente, Compendia del derecho publico y común 
de Espaiia o de las Leyes de Las Siete Partidas colocado e/1 su orde/1 na­
tural, 6 vols., Madrid, 1784. 

u Gomczii, Antonius, Ad Leges Tauri, Commelltarium absalwissimwII, 
Salamanca, 1555; reimpreso Venecia, 1759; Amberes, 1624; Madrid, 1780 
y 1794. 
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falta en las bibliotecas juridicas americanas de los primeros dos 
tercios del siglo XI X. 

Entre los comentarios a las Leyes de Toro, en 1833 se hace 
en Madrid la cuarta edición del de Juan Alvarez Posadilla.14 Pero 
no sólo se reeditan antiguos comentarios. También se agrega a 
la larga serie de ellos, en los siglos XVI , XVII Y XVIII, uno nuevo 
que es como suma y compendio de los que le precedieron. Se 
trata del Comentario crítico, jurídico, literal a las ochenta y tres 
Leves de Toro de Sancho de Llamas y Malina (1744-1829). apare­
cido en 1827 y reeditado en 1852. En el prólogo. Llamas y Malina, 
declara su voluntad de dedicarse al cultivo de las leyes patrias y 
de la jurisprudencia nacional: 

Propuse dedicarme al estudio de las leyes patrias y entre 
ellas elegí con preferencia las de Toro, por contenerse en 
las mismas los puntos más capitales de nuestra jurispruden­
cia nacional. l ! 

En materia canónica ocupa el primer lugar la monumental 
Sacrorwn cOHcifiorum nova et amplissima collectio de Juan Do­
mingo Mansi (1692·1769) aparecida originalmente en 1748 y re· 
fundida en 31 volúmenes a partir de 1759.1t Además, se consultan 
la antigua Summa Conciliorwn de Bartolomé Carranza (1503·76) 
publicada en 1540 y reimpresa \'cinte veces en el resto del siglo 
XVI , ocho \'eces en el siglo XVII y cuatro más en el XVI II , la 
última en Madrid en 178111 y el MagulI/l1 Bullarium Ramanwn de 
Coquelines reeditado en Luxemburgo en 174V~ 

Particular interés por contener también legislación canónica 
indiana tuvieron la Callectia máxima canciliarwn Oml1lillm Ris­
paniae el Novi Orbis, de José Sáez de Aguirre (1630-99), publica· 

14 Alvarez Posadilla, Juan, Comen/arios a las Leyes de Toro, Madrid, 
\796. 1804, 1826 Y 1833. 

l.\ Llamas y ~lolina Sancho de, Com.elltario crítico, ;'lndico y literal 
fo!~ ochenta), tres Leyes de Toro, Madnd, 1827, 2' OO., Madrid, 1852, pr6-

I~ Mansi, loannes, Dominicus, Sacrorum cmlciliorum 'IOva el amplissi. 
ma callee/lO, 31 \"ols., Florencia, 1759 y ss. 

11 Carranza de Miranda Bartolomé, Swnma conciliorum Venecia 
1540. Para .Ias otras ediciones véase Palau y Dulcet Antonio Ala/!//a1 dei 
Librero HISpDlIo-Americallo, 2' ed., 23 tomos, Barcel~na, 1~~9. 

u Coquelines, C., Magllum BlIllar;um Romallllm. Hay diversas edicio­
nes entre las que se destaca la de Mainardi, 28 vols .. Roma, 1733-62, que 
abarca desde San León Magno, 440-465 hasta 1739. 
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da en 6 volúmenes en Roma en 1693-9419 y los Fasti Novi Orbis, 
de Ciriacus Morelli (Domingo Muriel s.j.) impresos en Venecia en 
1776.zo A ello se agregan colecciones canónicas indianas que reco­
gen decretos de los Concilios y Sínodos americanos, como la 
Lima limata de Fray Francisco Haroldo, publicada en Roma en 
1673,21 los COl1cllios primero y segando celebrados ell la ciudad 
de México el1/os O/lOS 1555 Y 1556u y el COllciliwH mexiCallll11l pro­
vincia/e 111 celebra/11m Mexici almo MDLXXX,2J publicados en 
México por el arzobispo de México y luego de Toledo, Francisco 
A.ntonio de Lorenzana (1722-1804) en 1769 y 1770, respectivamen­
te o como en Chile, las Sínodo Diocesanas de los obispos de San­
tiago Bernardo Carrasco en 1688, impresa en Lima en 1691 y 
reimpresa también, en Lima en 1764¡~ y Manual de Alday en 1763, 
impresa en Lima en I764zs y del obispo de Concepción Pedro Fe­
lipe de Azúa, impresa en Madrid en 1749 y reimpresa en Santiago 
en 1867.211 

La lista de las otras obras jurídicas en uso en la época que 
nos interesa es inmensa. 

Aquí sólo podemos fijarnos en algunas más comunes que 
podían considerarse indispensables para los hombres de derecho: 
jueces, abogados y demás. 

Entre ellas se destaca la Praxis Criminalis, civilis el ca/lOl1ici 
de Juan Cutiérrez (1530-1618) publicada en Salamanca en 1592 
y reeditada varias veces después.!l Está en uso hasta el siglo XIX. 

19 Sáem. de Aguirrc, José, ColIcctio lIIaxima concilior/ml ollltliulII His­
palliac el Novi Orbis, Roma, 1693·94. 

JjJ Morelli, Ciriacus (pseudónimo de Domingo Muriel) Fastí Novi Orbis 
el ordíllatiomllll aposlolicarllm ad bldias pcrtincmil/m Breviarillm cllm 
adnota/zonibus, Venecia, 1776. 

2Z Horoldus, Franciscus, Lima Limata. Roma, 1673. 
12 Lorenzana, Francisco Antonio, Concilios primero y segundo cele­

brados ell la ciudad de México el! los años de 1555 y 155é, México, 1769. 
1) Lorenzana, Francisco Antonio, Conciliulll MexicQllUm provillciale Uf 

celebra/wll Mexici alUlO MDLXXX, México, 1770 . 
.¡~ Carrasco y Saavedra, Fray D. Bernardo, Synodo Diocesana, Lima, 

1764. 
:s Alday, Ilmo. Señor Doctor don Manuel, Syllodo Diocesalla, Lima, 

1764. 
JI; Azua, Ilmo. Señor Doctor D. Pedro Felipe de, Primera Sínodo Dio-

~1!~¡fro ~:~~1ia Ik~~t~C~~~~TI'gsae~y~~~t~:~ ~~1l~1~sAr~~~:~~a~16~~~~ 
indianas. 

1I Gutiérrez, Juan, Praxis crimilwlis, civilis et cQllonici, Salamanca, 
1592. 
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Pero, sin duda, la obra más célebre es la Curia Philipica de 
Juan Hevia Bolaños (e 1570-1623). publicada en Lima ('n 1603.21 

Se trata de un libro de derecho procesal que alcanzó extraordi­
naria difusión en América española y en España durante más de 
dos siglos y medio, desde principios del siglo XVII hasta la codi­
ficación en el siglo XIX. En el siglo XVII se hicieron catorce 
ediciones de la Curia, en el siglo XVIII quince y en el siglo XIX 
al menos cinco: dos en Madrid, en 1825 y 1841, una en París en 
1853, dos en México en 1850 y 1858.s 

Pareja fortuna alcanzó otra obra de Hevia Bolaños, el IAh)'­
rinto del comercio terrestre y /laval, dedicada, como lo indica su 
título, al derecho mercantil.JD Aparecida origina lmente en Lima 
en 1617, desde su sexta edición en 1644 se publicó conjuntamente 
con la Curia Philipica, como una segunda parte, no menos de 
veinticinco veces, hasta el siglo XIX. 

José Manuel Domínguez y Vicente publicó en Madrid en 1736 
una Ilustració" )' cOIHúwació" de la Cllria Philipica en tres volú­
menes, reimpresa en Madrid en 1739, en Valencia en 1770 y en 
Madrid en 1790.!1 Por su parte, José Berni y Catalá (1712-87) com­
puso un suplem('nto a la Curia Philipica, la cual adquirió carác­
ter de texto de enseñanza al erigirse la cátedra de práctica judicial 
en 1807.11 Poslcrionnente fue reemplazada en España por el 
Febrero de Gutiérrez, señalado como texto en 1824.» En América. 
Juan Rodríguez de San Miguel publicó, sin indicación de autor, 
una Curia Filípica Mexicana que es una edición actualizada de 

!I He\'ia Bolaños, Juan, Curia Pllilipica, Lima, 1003 . 
• 1'1 LoI~mann Villena, Guillermo, En tomo de lUllIl de Helú. Do!mios. 

La lII~óg"'ta de Sil personalidad y el enigma de sus libros en AHDE 31 
Madnd, 1961. p. 123 ss .. con un cuidadoso estudio de las ediciones. A las 
por él sei\aladas, se añaden aquí las dos de la Curia Filípica Mexicana 
Mé.:\ico, 1850 V 1858 Y la reimpresión de 1978. Sobre ellas, Sobcranes Fer: 
nándcz. José Luis. prólogo a Curia Filípica MexicQ/la. México. 1978. 

• )O Hevia 801ai\os, J.u?-n, Labyrimo del comercio terrestre y /lQval, 
Lima, 1617; sobre sus edICIones ver Lohmann, op. cit., nota 1. 

31 DC?~{~guez y V:icentc. José Manuel, Ilustración y cOlltitwaciÓII a la 
CurlQ PIII1tprca, Madrid. 1790. Para las ediciones de esta obra Palau y 
Dulcet. op. cit., 4, p. 507. ' 

12 Gibert. op. cit., nota 9, p. 22 
. u ~eset Reig, Mariano,.La ellseriallza del derec}¡o y la legislación sobre 

ulllversldades dlmmte el relllado de Fernando VII (1808-1833) en AH DE 38 
Madrid, 1968, p. 229 ss. ' 
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]a obra de Hevia Bolaños. Impresa en México en 1850, fue reedi­
tada allí mismo en 1858.:101 

Otra obra del siglo XVII que conservó su vigencia hasta la 
codificación, es el Laberyllttls credilOYll/I1 de Francisco Salgado 
de Somoza (1595-1652) publicado probablemente en 1646 y re­
editado después varias veces en Lyon en 1651 , en Amberes en 
1653, en Venecia en 1653, en Amberes en J656, en Venecia en 1663, 
en Lyon en 1665, en Venecia en 1701 yen Lyon en 1757 y 1792.15 

En materia de derecho de minería ningún Ubro ha aventajado 
hasta ahora por su difusión y autoridad a los Comentarios a las 
ordenanzas de Minas del mexicano Francisco Javier Gamboa 
(1717-1794) publicados en Madrid en 1761 y reeditados poste­
riormente en México en 1874 y 1898 Y publicados incluso en in­
glés en Londres en 1830.l6 Los comentarios se refieren a las Orde­
nanzas de Nuevo Cuaderno de Felipe JI, incluidas en la Nueva 
Recopilación. No obstante continuaron gozando de autoridad des­
pués que se dictaron las Orde~lallzas de Minería de Nueva ESPQlla 
en 1783 y aún después de la codificación del derecho de minería. 

En materia militar la obra fundamental fueron los Juzgados 
militares de Espalla y las Indias de Félix: Colón de Larriátegui, 
impresos en Madrid en 1788 y varias veces reeditados hasta co­
mienzos del siglo XIX, en Madrid en 1789. 1793 Y 1797-98. Ade­
más. se publicó un compendio de la obra en Chile en 1828, en 
España otro en 1834 y un Novísimo compendio en 1845.37 

En el derecho canónico hay también una rica literatura que 
sigue vigente, especialmente en materia de patronato. Como se 
sabe, los estados sucesores no rompieron con las instituciones 
canónicas de la antigua monarquía a raíz de la independencia, 
como lo hicieron con las instituciones políticas. Antes bien, se 
esforzar"n por mantener el patronato. Entre las obras más invo-

).¡ Rodriguez de San Miguel, Juan N., CI/ria Filipica Mexicana, México, 
1850. Hay una reimpresión con estudio preliminar de José Luis, Soberanes, 
México, 1978. 

15 Salgado de Somoza, Francisco, l..aheryt1ll/s creditorum. Lyon 1651. 
Para las otras ediciones, Palau. op. cil., nOla 17, p. 387-88. 

l6 Gamboa, Francisco Javier. Comel1larios a la.~ orde"a"z.as de minas, 
Madrid, 1761. 

37 Colón de Larriátegui, Félix, Juzgados Militares de Espaiia y, sus 
llldias, 2 vols., Madrid, 1788. Para las ediciones. Palau, op. cit., p. 581. 
Además, Formulario de procesos militares Santiago, 1828. Debo la noticia 
de esta edición al Prof. Alamiro de Avila Marte!. 
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cadas en esta materia, está en primer lugar el Gobierno eclesiás­
rico-pacífico del obispo de Sanliago fray Gaspar de Villarroel 
(I587-1665) aparecido en 1656-57 y reeditado en 1738 . .11 Asimismo, 
se usan otras obras del siglo XVII, como Tractatus de regia pro­
tectioHe de Francisco Salgado de Somoza ( 1595-1652) publicado 
en Lyon en 1626-27 y reeditado múltiples veces en 1647,54,69, 
1750 Y J759/9 o el De Regio Patronatu Indiarum del oidor de la 
audiencia de Ch.iJe Pedro Frasso, impreso en Madrid en 1677 y 
reimpreso también en Madrid en 1775 . .00 Entre las obras del siglo 
XVIII se destacan Victima real legal de Antonio José Alvarez de 
Abreu, marqués de la Regalía ( -1775). aparecida en 1726 y 
corregida y aumentada en la reedición de 1769,4\ el Manual Com­
pendio del Regio Patronato Indiano del mexicano y oidor de Mé· 
xico Antonio Joaquín Ribadeneyra y Barrientos (1710-71) publi­
cado en Madrid en 1755 y reeditado allí mismo en 184541 y las 
Observaciones prácticas sobre recursos de fuerza del Conde de la 
Cañada, publicada en Madrid en 1793, de la cual se hizo una 
tercera reedición en 1845.4.1 

Para derecho canónico en general, un autor fundamental es 
el célebre canonista del siglo XVII, Agostinho Barbosa (J 590-
1649). cuyas obras IlIris ecclesiastici tmiversi ¡ibri l/I, aparecida 
en Lyon en 1633," De officio et potestate episcopi, publicada en 
Roma en 163245 y De officio et potestate parochi, impresa en Ro­
ma ese mismo año.46 se reeditaron muchas veces. También tuvo 

JI Villarroel, Gaspar de, Gobierno ec/esidstico pacífico y unión de los 
dos cl/cl/illos pOlllificio y regio, Madrid. 1656.57. 

l:I Salgado de Somoza. Francisco, Tractatus de regia protecliolle, 
2 vOls., Lyon. 1626.27. Para [as ediciones posteriores. Palau. op. cit. 

40 Frasso, Pedro, De Regio Patrollatu IlIdiarulIl. Qllaestiol/es al ¡quae 
desulllplae et disputatae ill at ia quillquagima capita partitae, Madrid. 1677 . 

• \ Alvarez de Abreu, Antonio José, Víctima real legal. Discurso único 
jurídico-llislórico-polílico sobre que las vacall/es ... de las Iglesias de las 
Indias Ocdden/ales pertellecen a la Corona de Castilla y León COIl pleno, 
absoluto dominio, Madrid, 1726. 

u Ribadeneyra y Barrientos. Antonio Joaquín de. Manual compendio 
del Regio Patronato lI¡diallo para Sil mds fdciI/lso en materias cOllducen/es 
a la prdctica, Madrid, 1755. 

4l Cañada Conde de la, Obsen'aciones prdclicas sobre tos recursos de 
fuerza, Madrid, 1793. 

" Barbosa, Agostinho, IlIris ecc/esiastici universi Libri 111, Lyon, 1633. 
u Barbosa. Agostinho, Pastoralis sollicitudinis, scilicet de officio et 

f10testate episcopi descripto, Roma. 1632. 
46 Barbosa, Agostinho, Pastoralis sol1icitudinis sive de officio el po­

testate paroclli descriptio, Roma, 1632. 
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extraordinaria difusión el Cursus iuris eanonici Hispani el Indici, 
del catedrático de Manila, Pedro Murillo de Velarde (1696-1743), 
aparecido en Madrid en 1743 y reimpreso allí mismo en 1763 
y 1791.41 

No menos relevantes son una serie de autores muy influ­
yentes en Hispanoamérica a partir del siglo XVIII. Entre ellos, se 
cuentan Anacleto Reiffcnstuel (1641 ó 42-1703) con ItlS callo/1i­
eL/m universtlm impreso en Freising en 17()()18 y a vuelto a editar 
más de once veces; Bernardus van Espen (1646-1728) con una 
obra titulada también Ius eeclesiasticUIIl wJiverSl//l1, aparecida en 
Lovaina en 17()()i9 y con sus Opera ol1lmia, de las que se hizo una 
veintena de ediciones;50 Justinos Febronius (1701-90) con su cé­
lebre De statu Ecclesiae, publicado en 176351 y reeditado en Ma­
drid a fines del siglo XVIII; el canonista portugués Antonio Pe­
reyra de Figueyredo (1725-97) con su Telllativa theologica, apa­
recida en Lisboa en 176611. y su Demostrafao Teologiea, publicada 
también en Lisboa en 1769;D Javier Gmeiner cuyo Kirehenrecltt, 
aparecido en 1779, fue traducido al latín bajo el título Institu­
ciones iuris eeclesiastici y editado varias veces, incluso en Bue­
nos Aires, donde se hizo la quinta edición en 1835;5-1 Ioannis De­
voti con sus Institutioml1n ca/lOniearwn, publicadas en Madrid 
en 1801..()2 y luego, allí mismo, en 1819 y 1833, en Manila en 1871 
y 1893, en Madrid en 1885 y traducidas al castellano en Valen-

f7 Murillo de Velarde, Pedro, Curslls i/lris callonid Hispani et IlIdid, 
Madrid,1743. 

41 Reifrenstuel, AnacJeto, lus callonicwll Imiversum, Freising, 1700. 
49 Van.Espen, Bernardus, Jus ecc/esiastiamm universum m1liquae el 

recelltlOris di:;;ciplinae, Lovaina, 1700, l' ed., en España, expurgada 1778, 
2!1791. 

30 Van.Espen, Bernardus, Opera Omllia, 7 vols., Lovama, 1753 . 
51 Febronius, Justinus (Juan Nicolás de Honthcin), De statu Ecc/esiae 

et legitima po/esta/e Romani POlllifids, 1763 . 
.u Pereyra de Figueyredo, Antonio, Tentativa Tlzeológica, em que se 

pretende mostrar, que impedido o recurso á Sé Apostolica se devolve a 
os sen/lOres Bispos la faCldrade de dispensar, nos impedimelltos públicos 
do Matrimonio, e de prover espiritualmente em todos os mais lazos re· 
servados o a Papa, as vezes que assim o pedir o pública e urgellle necessi· 
dade dos s¡~bditos. 2 vols., Lisboa, 1766. 

Sl Pereyra de Figueyrcdo, Antonio, Demostrar;iio Tl1eologica, calloni· 
ca e 1!istorica do direi/o dos Metropolitanos de Portllgal para COllfirmarem 
e malldarem sagrar os Bispos suffraganeos lIomeados por Sua Magesla. 
de .. . Lisboa, 1769. 

S4 Gmeiner, Javier, Jllsli/miolles [uds Ecc/esiastici lIIetJlOdo scienti· 
fica adomatae, 5 cd., 2 vo1s., Buenos Aires, 1835. 
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cia en 1830 y en París en 1891;5:1 Domingo Cavallario con sus l.ns­
liluciones ¡uris cano"ici publicadas inicialmente en 1786 Y edita· 
das luego en Madrid en 1793, donde se reeditaron en 1799, 1800, 
1806 Y 1821. De ellas se hizo una primera traducción castellana e.n 
Valencia en 1835, reimpresa allí mismo en 1837 y 1841 Y en PaJ~IS 
en 1837. Una segunda traducción castellana se publicó en Madnd 
en 1843 y 184647 Y en París en 1852. Además, se hizo otra edición 
en Lima en 1850:S6 

Los autores anteriores se caracterizaron por sus tendencias 
episcopalistas más O menos acentuadas. Una reacción contra 
ellas se advierte ya en el título de la obra del ecuatoriano José 
Ignacio Moreno (1767·1841), Ensayo sobre la supremacía del 
Papa, publicada en Lima en 183 1 y reeditada en Lima en 1836, 
en Madrid en 1838 y en París en 1846.S1 Pero la tendencia con­
traria subsiste vigorosamente, como lo muestran las Institucio­
nes de Derecho Ptlblico Eclesiástco del catedrático de la Uni­
versidad de Buenos Aires Eusebio Agüero, publicadas en dicha 
ciudad en 1828, que no son sino una versión de las I"stitl/ciones 
de Gmeiner, reeditadas en Buenos Aires en 1835. La misma ten· 
dencia preside la principal y más difundida exposición del de­
recho canónico americano en el siglo XIX, las Instituciones de 
Derecho Canónico americallo del obispo de Ancud (Chile). Jus­
to Donoso (1800.-68), impresas no menos de cuatro veces suce­
sivas en Valparaíso en 184849, en Pans en 1854, en Santiago en 
1861·62 y en Friburgo de Brisgovia en 1909.51 La misma orienta­
ción presenta su Diccionario teológico, canónico y littlrgico, que 
vio la luz en Santiago en 1 8SS-S7.~ 

Como auxiliares para consultar el derecho vigente son muy 
usados en Teatro de la legislación universal de Espa/ja e llldias 
de Antonio Xavier Pérez y López (1736·92), que abarca 28 vo-

55 DcVOI!, Ioannis, IIIStitutiolZll1tI canOllicarWII Libri IV 3 vals. Ma-
drid 1801. Pam las demás ediciones ver Palau. op. cit. ' , 

50 Ca\'all~rio, Dominicus, IlIslilutiones illris canollici, 6 \"ols .. Madrid, 
1973. TradUCCIón castellana por Juan Tejeda y Ramiro Valencia 1835. Para 
las demás ediciones ver Palau. op. cil. 

n Moreno, José Ignacio, Ellsal'o sobre la slIpremacfa ,Id Papa Lima 
1831. Lima, 1836, 3 vals., Madrid, 1838,2 ,·ols., Par/s; 1846. " 

51 Donoso Justo, I"stitucio"es de Derecho cl/lló"ico americano Val­
paraíso, 1848-49. Palau. op. cit., menciona fuera de las ediciones indicadas 
en el te~to, otras dos hechas en Par/s en 1863 y 1868. 

~ Don~so, Justo, Diccionario teologico, canó"ico y litúrgico, 2 vals., 
SantIago 18::15-57. 
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lúmenes, publicados en Madrid desde 1791 hasta 1798,eo que en 
realidad es una especie de enciclopedia jurídica y sobre todo, la 
famosa obra de Joaquín Escriche (1784-1847) Diccio,1ario razo­
nado de legislación y jurisprudencia, aparecido en París en 183 1 
y reeditado más de doce veces en Madrid, París y México hasta 
1905. Entre estas ed iciones se incluye una peruana del profesor 
de la univers idad de Lima, Antonio Flores, en 1884 y otra de 
un Escriclle mejicano, debida a Antonio Lozano, aparecida en 
1905.61 

En 1848, esto es, medio siglo después del término de la 
publicación del Teatro de la Le¡~.islación universal de Pérez y Ló­
pez, inició Lorenzo Arriazola (1795-1873) la publicación de una 
Enciclopedia espluiola de derecho y administración o Nuevo Tea­
tro de la legislación universal de EspurIa e Indias.62 Obtuvo la 
colaboración de un escogido núcleo de juristas, todos españo­
les, entre los que se cuentan Pedro Gómez de la Serna (1807-71), 
a quien encontraremos más adelante como autor de un Trata­
do Académico Forense,fJJ Joaquín Aguirre (1807-79) editor del 
Febrero reformado en 184 166 o José María Manresa y Navarro, 
más tarde autor de un comentario a la ley de enjuiciamiento 
civil de 1855.65 Tan significativo como cI intento de publicar un 
Nuevo Teatro de la Legislación es el hecho de que la empresa 
fracasara y sólo pudieran publicarse nueve tomos que abarcan 
hasta la letra C. Evidentemente, los tiempos eran otros, pues, 
como veremos, por entonces la codificación había entrado en 
su fase final. 

.. Pérez y lópez, Antonio Javier, Teatro de la legislación fmiversal 
de Espa/la e llldias, 28 vols. Madrid. 1791-98. 

II EscTiche, Joaquín, Dicciollario ,aZOllado de Legislación y Jurispru· 
dencia, PuTis, 183 1. Hemos detenninado las siguientes rccdiciones, Valen­
cia t838, 3 vols., Madrid, 1838·45, de Juan N. Rodríguez de San Miguel, Ma­
drid, 1842, de Juan Guim Madrid, 1852, Parfs. 1861 y Madrid, 1882, de León 
Calindo y de Vera y José Vicente y Caravantes, 4 vols., Madrid, 1874-76, de 
Antonio Flores, añadió según la le¡zislación peruana. Paris, 1884, París, 
1901 . de Antonio Lozano, Escric11e Mejica/lO México, 1905. 

62 Arriazola, Lorenzo. Enciclopedia, espa/lo1a de derecho y adminis­
tración a Nuevo Teatro de la legislación universal de Espalia e Indias, 
9 vol., publicados, Madrid, 1848-72. 

IÜ Gómez de la Serna, Pedro, Tratado Académico Forense de los Pro­
cedimielllos Judiciales, Madrid, 1848, reimpresa en 1861. 

6-1 Carcía Govcna, Florencio y Aguirre, Joaquín, Febrero reformado. 
Ilvols., Madrid, 1841. 

de e~ju~~~~~t~ ~~ila~n¡t~:~~5rf:ol~~t1;~Jr.~8;61IRcus, José, Ley 
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Afirmación del derecho patrio o nacional. 

La afirmación del derecho patrio o nacional se remont~ al 
siglo XVIII . Por tal se entiende la legislación real de Casti lla , 
contenida en la Nueva Recopilación y en otros cuerpo~ legales 
como las Siete Partidas. que estaban vigentes en Aménca espa­
ñola. 

Este derecho patrio se afinna frente al Derecho Común. 
Concretamente, se aspira a que el derecho patrio sea apl!cado 
en los tribunales con preferencia al romano y al canómco y 
estudiado en la,> universidades, que hasta entonces sólo tenfan 
cátedras de derecho romano y de derecho canónico. y en las 
Academias en Práctica Forense que se establecen en España y en 
América española con el objeto de enseñarlo. 

En un auto acordado de 4 de diciembre de 1713, encargó el 
Consejo de Castilla a los tribunales: 

el cuidado y atención de observar las leyes Patrias con la 
mayor exactitud.~ 

Al fundamentar esta orden recordó que en España el de­
recho romano no tenían el valor de ley y tampoco el carácter de 
Derecho Común, que, en cambio, correspondía a las leyes reales 
o patrias: 

las civiles (romana) no son en España leyes, ni deben 
llamarse así, sino sentencias de sabios, que sólo pueden se­
guirse en defecto de ley y en cuanto se ayudan por el de· 
recho natural y confirman el real, que propiamente es el 
Derecho Común y no el de los romanos, cuyas leyes ni las 
demás extrañas no deben ser usadas ni guardadas.67 

Para favorecer la aplicación del derecho patrio se ordenó tamo 
bién en 1713, que se erigiesen cátedras del mismo en las Uni­
versidades en lugar de las de derecho romano, "pues por él y 
no por el de los Romanos deben sustanciarse y juzgarse los 
pleitos ..... 

601 Allto ~cordad.o del Consejo Pleno, Madrid 4 diciembre 1713. Autos 
Acordados, Lib. 1. tl1. 1, 1. 

67 Ibid. 
" Ibid. 
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Pero esta pretensión de reemplazar el estudio del derecho 
real o patrio no tuvo mayores resultados a causa de la resistencia 
de las Facultades de Derecho a abandonar el derecho romano.69 

Después de algunos aii.os volvió el Consejo a insistir por 
auto acordado de 29 de mayo de 1741, en la enseñanza del dere­
cho real, pero esta vez conjuntamente con el derecho romano: 

considerando el Consejo la suma utilidad que producirá 
a la juventud aplicada al estudio de los Cánones y Leyes, 
se dicte y explique también , sin faltar al Estatuto y asig­
nación de sus cátedras los que las regentaren, el Derecho 
Real, exponiendo las leyes patrias pertenecientes al título, 
materia o parágrafo de la lectura diaria, tanto las concol"­
dantes como las contrarias, modificativas o derogatorias; 
ha resuelto ahora que los catedráticos y profesores en am­
bos derechos tengan cuidado de leer con el derecho de los 
romanos las leyes del reino correspondientes a la materia 
que explicaren.70 

El libro más usado para esta fonna de ensei'ianza compara­
tivas fue el de las Inst ituciones de Vinnio.'1 Conforme a él se expli­
caba el derecho romano y el catedrático añadía en cada materia 
lo perteneciente al derecho patrio. 

Pero ya en 1745 apareció la lnslilula Civil y Real de José Ber­
ní y Calalú (1712-87), reimpresa luego en 1760 y en 1775.71 

Esta obra tenía precedentes, como el mismo Berní recuerda. Des­
pués de mencionar a Vinnio, dice en su dedicatoria: 

6/ Riaza, Román. El Derec/¡o romano y el Derecho nacional en Casti· 
lIa durante el siglu XVIII, en Revista de Ciencias Juridicas y Socialt:s, 47, 
Madrid, 1929, p. 104 SS.; Pesct Rcig, Mariano, Derecho rommzo y derecl/O 
real el! {as Universidades del siglo XVIII, AH DE 45, Madrid, 1975, p. 273 ss. 

10 AUlo Acordado del Comejo, Madrid 29 mayo 1741, Autos Acorda­
dos Lib. 1, tít. 1, 3. 

11 Vinniu5, Arnoldus In IV Libros Jnstitzaiolwm imperialiuIII com­
mentariZls academicus et forensis, Amsterdam, 1642, con numerosas edicio­
nes posteriores en Francia, España c llalia. 

72 Bemi y Catalá, José, hlstituta civil y real, en donde COII la mayor 
claridad se explicon los párrafos de Justiniano y el! seguida los casos 
prácticos, sepill Leyes Reales de Espalia, Valencia, 1744. 

Sobre Berní, Nacher Fernández P., El doctor don José Bemi Catalá, 
Sl/ vida y su obra, Valencia. 1961. 



BER.~ARDINO BRAVO LIRA 

En lo moderno en especial en nuestra España, de las Ins­
tituta .. que he ,'isto son Piehardo,n Galindo, ~. Flor~s y To­
rres7S y si el rumbo que toman teórico hubiera sido más 
práctico, yo mismo me haria justicia, quedando en manus­
crito o no habiéndole emprcndido.76 

Berni critica a sus predecesores haber prestado poca aten­
ción a la práctica, a pesar de que algunos la mencionan en el 
título de su obra. En consecuencia, se propone llenar este va­
cío. Para ello, recurre a la Nueva Recopilación, a las Partidas y 
demás leves patrias, y a los autores. Pero no intenta una expo­
sición del derecho real o patrio, sino simplemente, sigue el tex· 
to de Justiniano y lo complementa con la práctica tomada de las 
leyes y autores. 

Un paso mas en el fortalecimiento del derecho patrio freno 
te al romano es el que manifiesta el Arte histórico y legal de 
conocer la fuerza y uso de los derechos "acional y romano en 
España, de Tomás Manuel Fernández de Mesa, impresa en Va­
lencia en 1747 y reimpresa en Madrid en 1802.71 Aquí encono 
tramos que al llamado derecho patrio o real se le da el nombre 
de derecho nacional y se invoca expresamente el varias veces 
reiterado, pero nunca cumplido, auto acordado de 1713: 

que manda, se enseñen las leyes de Castilla en las Escuela 
de España." 

En cuanto a las causas de su incumplimiento, dice: 

juzgo que sucede por dos motivos. El primero consiste en 
la repugnancia de los catedráticos ... pues ellos se criaron 
s610 con las leyes romanas. El segundo motivo es porque 
mal podrán enseñar las leyes que ellos no aprendieron."~ 

11 Pichardo de Vinucsa, 1" quator Insliwtionum imperatoris Imlj. 
niani Libros, 4' ed, 1630. 

7' Martincz Galindo, Tomás, PI/Ocllix IlIrisprudcmiac I1ispanicae si. 
,'e IIIstitllla lIisptmu, Sevilla, 1715. ' 

7S Torres y VeJasco, h,stiflltiones IIispaniU! practico-tlzeorico commen. 
tatac, Madrid, 1733. 

1\1 Semí, hutí/uta civil, op. cit. 
77 Fernández de Mesa, Tomás Manuel, Arte J,istdrica y legal de co­

nocer la fuerza y liSO de los derecllOS nacional)' romano en España y de 
itllerpretar aquel por éste, Valencia, 1747. 

71 Ibid., prólogo p. 3. 
11 Ibid., p. 5. 



Muy semejante es el diagnóstico que hace en 1767, es decir, 
veinte años después, Gregario Mayans y Sisear (1699-1781) a 
propósito del incumplimiento del auto acordado de 1741: 

En el libro segundo de los autos acordados, auto tercero 
del título primero, de las Leyes, se manda que los que re­
gentan cátedras expliquen el Derecho real. El modo de cje­
cutarlo se deja al arbitrio de los catedráticos, pues no se 
prescribe. Queda pues a la voluntad de unos hombres que, 
no habiendo estudiado por la mayor parte el Derecho real 
no pueden ejecutar lo que se les manda; y por esto dicha 
orden muchas veces renovada, nunca ha sido bien obedeci­
da." 

En consecuencia, planteaba la posibilidad de eregir cáte-
dras de derecho español: 

Verdaderamente lo que conviene es que los catedráticos del 
Derecho civil romano no se empleen en enseñar el Derecho 
español porque aquél pide un hombre enteramente dedica­
do a él, por su extensión, dificultad y sutileza y el español 
también pide otro por su dilatación.'l 

Finalmente, concluía proponiendo la elaboración de unas 
Instituciones del Derecho real: 

Siendo pues necesaria la enseñanza del Derecho real. por­
que si no se enseña en las Universidades, dificultosa y 
muy diminutamente se aprende fuera de ellas, es menester 
que se elija el medio más fácil para ponerlo en práctica. 
Dos medios hay para ello. El uno es unir y reducir los dos 
Dercchos a un cuerpo, manifestando su concordancia y dis­
crepancia; empresa difícil para la cual cn el estado pre­
sente pienso que no hay disposición, pues no sé que haya 
en España letrado desocupado, universalmente perito en 
ambos Derechos. 

El otro es reducir el Derecho real a unas Instituciones que 

., Mayans y Sisear, Gregorio, Idea del nuevo método que se puede. 
practicar en la enseñanUl de las universidades de Espalla, en Peset Rcig. 
Mariano y otro, Gregario MayaltS y la reforma de Ta Ullil'ersidad ... , Va­
lencia, 1975, J, cap. XXI; Peset. La ensejiam:a, op. cit., p. 330. 

11 Id. 
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sean un compendio breve y claro de todo él. Tengo esto por 
practicable.s 

Lo propuesto por Mayans fue precisamente lo que .hicieron 
los doctores Ignacio Jordán de Asso (1742·1814) Y MI~~1 de 
Manuel Rodríguez con sus Instituciones del Derecho CIvil de 
Castilla publicados en Madrid en 1771.&.1 A difcren.ci.a de las que 
le precedieron, quc eran fundamentalmente exposlclon~s del de­
recho romano y hacían referencias más o menos amphas al de­
recho patrio, en estas instituciones se expone el derecho eSl?a­
ñol por sí solo, como una disciplina autónoma con sus propias 
leyes y sus propios autores, sin deformaciones introduci~as por 
la práctica y sin apoyo en leyes o autores romanos. ASI lo de­
claran sus autores en el prólogo: 

El fin pues de estas Instituciones es presentar las ver­
dades y principios del Derecho espafiol, ajustados a sus 
Leyes y no a los abusos que tal vez ha introducido la prác­
tica. Esto nos ha obligado a abstenernos de citar leyes de 
Derecho Romano, probando toda proposición con sola la 
ley nuestra Supletoria, y aún apoyando aquellas proposi­
ciones que no expresan nuestras leyes y cuyo conocimiento 
no es necesario, con la autoridad de solo autor regnícola 
y clásico.M 

El plan de la obra es el de las Institutas, es decir, consta 
de tres partes destinadas respectivamente a las personas, las 
cosas y las acciones. Pero no se trata aquí del derecho romano 
o canónico con mayores o menores referencias al derecho real 
o patrio, sino directamente de este derecho patrio o reaL Sobre 
las personas Asso y de Manuel prescinden de la gran comple­
jidad de las Institutas y tratan solamente de su estado natural 
y civil, tutela y curaduría, esponsales y matrimonio y, sumaria· 
mente, filiación y patria potestad. El segundo libro versa sobre 
cosas, su clasificación, el dominio y su adquisición, pero inclu­
ye también , en forma bastante amplia, materias penales. Final­
mente, el tercer libro se separa del derecho romano y constitu­
ye un pequeño tratado sobre derecho procesal patrio. 

Con esta obra , Asso y de Manuel son los verdaderos inicia-

tJ Id. 
1,) Asso y del Río, Ignacio Jordán de y de Manuel Rodríguez, Miguel, 

¡IIS1ituciolles del DeredlO civil de Caslilla, Madrid, 1771. 
M Ibid. prólogo. 



EL DERECHO INDIANO DESPUES DE LA INOEP. EN AMERICA ESPAfl:OLA 

dores de una ciencia del derecho patrio o nacional, cuya forma 
primaria de expresión son los libros de Instituciones. En ellos 
se trata del derecho patrio o real como se había hecho hasta 
entonces con el derecho romano o el canónico. Obras de este 
tipo se componen también en otros países europeos como Ale­
mania, Francia, Nápoles y aun Escocia, especialmente en el si­
glo XVIII.15 En atención a ello, se ha propuesto agrupar a sus 
autores bajo un nombre común de institucionalistas,1ó pero pa­
rece preferible el de institutistas y que emplea algún autor de la 
época.17 

Las Instituciones dc Asso y de Manuel se t¡-ansformaron en 
texto de estudio para el derecho patrio y terminaron por ser 
prescritas como tales a las universidades por real cédula de 5 
de octubre de 1302. De ella se hicieron ocho ediciones sucesivas 
en Madrid en 1771 , 1775, 1780, 1786, 1792, 1805. 1806 Y 1828.18 Las 
dos últimas fueron ilustradas por el catedrático de Huesca Joa­
quín María Palacio con adiciones conforme a la real cédula ci­
tada. El propio Palacio es autor de una Introducci6n al Estudio 
del Derecho patrio aparecido en Madrid en 1803 y se propuso 
componer unas instituciones según el método que anuncia en 
esta obra·" 

No obstante todos los esfuerzos, prevalecía la enseñanza 
del derecho romano y su aplicación en los tribunales. Con el 
objeto de contribuir a su substitución por el derecho patrio, 
compuso Vicente Vizcaíno Pérez su Compendio del Derecho PÚ­
blico y ComtÍn de España o de las Leyes de Partida colocadas 
en orden natural. publicado, como sabemos, en Madrid en 1784.\111 
Allí Vizcaíno no vacila en definir a las leyes patrias nada me­
nos que como derecho común de España y apela al rey para que 
se haga observar las disposiciones de sus antecesores sobre el 
estudio de las leyes patrias. Según él: 

as Luig, Klaus. IlIstiruliommlellrbiicller des natioualen. Recl!ts im 17, 
fll1d 18. Jalrrlllmdert en Tus Commwle IfI, Frankfurt a. M., 1970, p. 64 ss. 

So Ibid., p. 97 
S1 La expresión institutistas en Berní, loe. cit., nota 72. Modernamen· 

te la empica Peset, Mana, Derecllo romano, p. 231 Y 323. 
111 Palau, op. cil., registra s6lo las seis primeras. De la última, de 1928, 

hay un ejemplar en la Biblioteca de la Facultad de Derecho de la Univer­
sidad de Chile. 

19 Palacio, Joaquín Mana, I"troducción al ESllldio del Derecl!o pa· 
trio, Madrid, 1803. Agradezco a la profesora Ana María Barrero su gentil 
ayuda para obtener esta obra. 

\111 Vid. nota 12. 



aERNARDINO aRA\'O LIRA 

Las Leyes Patrias son nuestro Derecho común Y la teó­
rica que en mi concepto debía enseñarse r aprendc~se en las 
universidades; porque en ellas está tambIén lo n:eJor de I~s 
de los romanos, que se comprehcnderían más bIen des pues 
de instruido en las nuestras. 

Así en el espacio de los cuatro años que se co~sun:en en 
aprender la Instituta de Justiniano por la exphcaclón de 
Vinnio, el Heinecio, el Pichardo u otros para decora~ unas 
leyes que nos están prohibidas alegar en nuestros Tnbun~­
les, que carecen de autoridad obligatoria y ~ue son meros ~l­
ches de los sabios forasteros de aquellos tiempos, se pedna 
con la presente obra de las Partidas compendiadas apren­
der de memoria todos los principios, reglas , definiciones, 
máximas, determinaciones, ordenanzas, estatutos generales 
de nuestra legislación y jurisprudencia que se hallan recogi­
das en el cuerpo de las Siete Partidas_91 

Por lo cual, concluye, apelando al rey: 

... para desterrar de las escuelas públicas la inveterada 
procupación de estudiar y enseñar por unas leyes foraste­
ras y proscritas en los Códigos de nuestros soberanos y subs· 
tituir el estudio de las nuestras, se necesita el empeño cons­
tante de la Real Autoridad, que haga observar lo mandado 
por sus gloriosos predecesores, de que no se enseñe ni juz­
gue por otras leyes que las suyas.9'l 

Según se advierte, para Vizcaíno como para los demás au­
tores de la época, las Siete Partidas son indiscutiblemente, un 
cuerpo de derecho patrio. sin importar que esté basado en el 
derecho romano. Más aún, Vizcaíno afinna que las Partidas son 
superiores, porque expurgaron y omitieron las supersticiones 
de los romanos: 

Estas (las Siete Partidas) las sacó y formó nuestro Rey D. 
Alonso IX de los dichos de los sabios jurisconsultos y de 
los Santos Padres; pero con la ventaja de haber expurgado 
y omitido las supersticiones de los primeros, y subtituido la 
pureza y las verdades de los segundos y haberlas acomo­
dado a nuestros usos y costumbres.93 

Discurso preliminar p. eXI. 
Ibid. p. CXLIII. 

9J !bid. p. CXL y exu. 
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Para hacer posible el estudio del derecho patrio o real se 
fundaron tanto en España como en América una serie de Aca­
demias de Jurisprudencia. Las fundaciones comienzan en el úl­
timo cuarto del siglo XVIII y se prosiguen hasta después de la 
independencia, en la primera mitad del siglo XIX. Así tenemos 
que en 1776 se erigió la Real Academia Carolina de Practicantes 
Juristas en Chuquisaca, en 1778 la Real Academia Carolina de 
Leyes Reales y Práctica Forense de Santiago de Chile, en 1809 
la Academia Pública de Jurisprudencia Teórico-Práctica y Dere­
cho Real Pragmático de México, en 1810 la Academia de Dere­
cho Teórico-Práctico de Guatemala, en 1815 la Academia de Ju­
risprudencia de Buenos Aires, en 1831 la Academia de Jurispru­
dencia de La Habana yen 1839 la Academia Teórico-Práctica de 
Montevideo." 

Con el objeto de facilitar la enseñanza del derecho patrio 
se componen nuevas obras similares a la de Asso y de Manuel. 

Una muy difundida es la de Juan Sala y Bañuls (1731-1806) 
autor de varias obras de gran aceptación, en las que trata del 
derecho patrio. En 1779-80 había dado a la estampa en Valen­
cia, a un Vi/milis casligalLls, con las correspondientes correla­
ciones a las leyes reales, reeditado en 1786.95 También en Valen­
cia, publicó Sala en 1788-89 una Instituciones Romano-HispallQe, 
reimpresas allí mismo en 1795 y 1805 Y luego, en Madrid en 
1824 y 1830. Otra obra suya es el Digesto romano-hispanum, apa­
recido en 1794, reimpreso en Madrid en 1824, en Valencia en 
1830-32 y traducido al castellano bajo el nombre de Digesto ro­
l11a1l0-eSpmlol en Madrid en 1844, donde fue reeditado en 1856:\16 
En todos estos libros se ocupa del derecho patrio. 

Pero, sin duda, su obra más célebre fue el manual IIt/stra­
ci6n del Derecho Real de Espalla, aparecido en Valencia en 1803 
y reeditado múltiples veces en España y América españo­
la hasta la segunda mitad del siglo XIX. 

'Jo4 González E.chenique, Javier, Los estudios jllridicos y la abogada 
en el Reino de C/u/e, Samiago, 1954~ esp. p. 176 ss. Espinosa Quiroga, Ber­
nán, La Academia de Leyes y Práctzca Forense, Santiago sjf (1955) esp. p. 
4 ss. y 8 ss. 

~ Sala (y Bañuls), Juan, Viwzius casti~altls alque ad uSlmz limlZ/ml 
HispanorulIZ accommodalus, Valencia 1779-80. Para las ediciones, Palau 
op. cit., vol., 8, p. 303-304. 

\16 Sala (y Baiiuls )" Juan, Digeslo rOnlallo-lzispanum, Madrid, 1794. Pa­
ra las ediciones, Palau op. cil., vol. 8, p. 303-304. 
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En el prólogo, Sala se refiere a su preocupación por el de-
recho patrio, presente en todas sus obras: 

... nuestra vehemente inclinación al estudio de nuestro 
derecho patrio, de que son buenos testimonios el Virmio 
Castigado, las Instituciones y Digesto Romano-Espai101.91 

La Ilustración fue publicada en México en 1803 y 1807·8, 
en Madrid en 1820, 1832, 1834 Y bajo el nombre de Sala Noví­
simo, en 1841, en Bogotá en 1826, en Guayaquil en 1831, La Ca· 
ruña en 1837 y 1839, en París en 1837, 1844 Y 1867.91 Desde 1824 
este manual reemplazó en España como texto oficial a las Ins­
tituciones de Asso y de Manuel.99 . Además, hubo ediciones espe­
ciales, como las destinadas a México, Chile y Venezuela. 

Las mexicanas comienzan en 1807 y llegan hasta 1870, en 
vísperas de la promulgación del Código Civil. Son unas de 1807, 
otras de 1831 y 1832, luego el Sala hispano-mexicano de Vicente 
Salvá en París, 1844, el Sala Mexicano de 1845-9, reeditado en 
México en 1850, y el Novísimo Sala Mexicano de 1870. 

Por otra parte, el mismo Vicente Salvá publicó en París en 
1845 un Sala hispano-venezolano y un Sala hispano-c1lilellO a 
los que siguió con posterioridad al Código Civil chileno de 1855, 
el Sala adicionado, con apéndices para Chile, México y Venezue­
la, aparecido en París, en 1867. Además, hay una serie de epí­
tomes entre los que destacan el Breve Compendio de Francisco 
González, publicado en 1827, el Compendio de Juan Francisco 
Siñeriz, cuya segunda edición es de 1833 y El litigante imtruido, 
impreso en París en 1836 y reimpreso en 1846, 1852, 1854, 1858.100 

Luego, nos encontramos con otro libro de instituciones, es­
ta vez compuesto en América y que alcanzó no menor difusión 
que el de Sala. Se trata de las Instituciones de Derecho Real de 
Castilla e Indias, del catedrático de la Universidad de Guatema­
la, José María Alvarez (1777-1820) publicadas en esa ciudad en 

97 Sala (y Bañuls), Juan, llllstraciótl del Derecho Real de España 
~.crú:rregladaS las citas a la Novísima Recopilación, 2 vols., Madrid, 18832: 

'IIi En general para las ediciones, Palau op. cit., vol. 18, p. 303-304. 
119 Peset, La enseiiallza, op. cit., p. 346 ss. 
100 Para las ediciones, Palau op. cit., vol. 18, p. 303-304. 
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1818_20."11 Esta obra fue reimpresa numerosas veces en España 
y sobre todo en América española: en México en 1826, reim­
presa a su vez, el mismo año en Filadelfia, en Nueva York, en 
1827; en Madrid en 1829 y 1839, en Buenos Aires en 1834, en La 
Habana en 1834 y 1841, en Bogotá en 1836 y de nuevo en Guate­
mala en 1845. Además, hay dos ediciones adaptadas en México, 
bajo el nombre de Manual de Práctica en 1828 en México y bajo 
el nombre de lllstituta Mexicana o Alvarez Amplificado, en 1843 
en México. 11XI 

Los Prdcticos 

Otro género de obras jurídicas cuya vitalidad permite per­
cibir directamente la pervivencia del derecho indiano después 
de la independencia, es el de los llamados prácticos del dere­
cho. Sus obras son fundamentalmente prontuarios destinados a 
facilitar el trabajo de jueces, abogados y escribanos. 

Gran fortuna tuvo la obra de Manuel Silvestre Martínez, Li­
brería de Jueces, que apareció en Madrid en 1763-68 y alcanzó 
en 1791 su séptima edición.lO.J 

Pero, sin duda, el modelo en este género, es la Librería de 
escribanos o instrucción jurídica teórico-práctica de principiat!­
tes, de José Febrero Bermúdez. (1733-90). Su primera edición data 
de 1769.101 

IQ\ Alvarez, José María, Institu.ciones de Derecho Real de Castilla 
e IlIdias, Guatemala, 1818-20. 

102 Sobre las ediciones ver Garda Laguardia, Jorge Mario y González, 
Domínguez, Maria del Refugio, estudio preliminar a la edición facsimilar 
de la edición de Filadelfia, 1826, México, 1982. 

HU Martínez, Manuel Silvestre, Libreria de Jueces utilisima y IIIliver­
sal, para abogados, alcaldes mayores y ordinarios, Madrid, 1763-68. 

lCM Febrero Bcnmldez, José, Libreria de escriballos o Instrucción 
Jurídica teórico práctica de prillcipiantes, primera parte, 3 vols., Madrid, 
1709, Trata sólo de testamentos y contratos, Posterionnente se publicó 
la segunda parte: los cinco juicios de inventario y partición de bienes, 
ordinario, ejecutivo y de concurso y prelación de acreedores, Sobre las 
diversas ediciones del Febrero ver reseña crítica en García Goyena, Flo­
rencio y Aguirre Joaquin, Febrero o Librería de ;!leces y escribanos, 4 ed. 
refonnada, Madrid, 1852, p. XIII ss, Y posterionnente, Leiva Alberto, Da­
vid. Aportes para tm eswdio de la obra de José Febrero, en: Revista 
del Instiwto de Historia del Derecho Ricardo Levme, 22, p. 302 ss. Bue­
nos Aires, 1971. 
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A partir de entonces conoció una difusión probablemente no 
superada por ning\in otro libro jurídico. Hasta la segunda mitad 
del siglo XIX era raro el estudio jurídico en España o en América 
española, donde no hubiera alguna edición de esta obra. Se la 
reeditó una y otra vez por más de un siglo, enriquecida y actua­
lizada por diversos autores. Su última edición parece haber sido 
la hecha en México en 1870, es decir, el año de promulgación del 
Código Civil de ese país. 

El Febrero, como se lo llamó, apareció originalmente en tres 
volúmenes que tratan de testamentos y contratos. Posteriormen­
te, el autor le añadió una segunda parte sobre los cinco juicios: 
de inventario y partición de bienes, ordinario, ejecutivo y de con· 
curso de acreedores. 

Uno de los primeros entre los continuadores de Febrero fue 
José Marcos Gutiérrez, quien publicó en Madrid en 180 1 un 
Febrero Reformado, que tuvo varias reediciones. 11l1 Luego añadió 
a esta obra tres volúmenes con una Prdctica crimhtal de Espmia 
aparecida en Madrid en 180+06 que también tuvo varias reedi­
cionesylit Allí se incluye un Discurso sobre los delitos y las pellas 
suyo, que se apoya en gran medida en el de Lardizával y que se 
usó como texto en las universidades. En 1824 el febrero de Gu­
tiérrez fue señalado como texto para la catedra de práctica en las 
universidades españolas.107 

También en España, Miguel Aznar y Diego Notario publica­
ron sin indicación de autor un Febrero adicionado en siete tomos 
en 1817, que fue reimpreso en 1825. Por su parte, Eugenio Tapia 
(1776-1860), uno de los redactores del proyecto español de código 
civil de 1836, dio a la estampa en 1828 su Febrero Nov[simo en 
diez volúmenes, que tuvo también varias ediciones, incluso una 
en París en 1861. En 1845 publicó su Febrero Novísimameme 
Redactado. 

En México, Anastasia de la Pascua publicó en 1834 un Febre­
ro Mexicano, basado en el Febrero novisimo de Tapia \' en 1850 
un Nuevo Febrero Mexicano. Su ejemplo fue seguido pOr Manuel 

1m ~u(iéITez, José Marcos, Febrero reformado y al/atado o l.ibreria 
~~aE3;~~~~~S 5q~~I~.oM~d:¡d~~'81~~j8er¡! Febrero, 5 vals., Madrid, 1801. Hay 

.!06 Gutiérrcz, José Marcos, Prdclica criminal de Espa,ia, 3 ,·ols., Ma­
dnd, 1804-6. Hay una 2' ed. en Madrid, 181&'19 y Olros en 1824 y en 1826. 

107 Pesel, La etlsc,iam:a, op. cit., p. 295. 
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Dublán (1830-91) Y Luis Méndez (1832-1909), que publicaron el 
Novísimo Febrero MexicalJo en 1870. 

Mientras tanto en España. Florencia Garda Goyena (1783-
1855), más tarde uno de los redactores del proyecto español de 
código civil de 1851. junto con Joaquín Aguirre (1807-79). publi­
caron en 1841 un Febrero reformado en once volúmenes, que fue 
reeditado en colaboración con Juan Manuel de Montalbán en 
184547. Esta obra alcanzó su cuarta edición en 1852. 

Febrero tuvo además imitadores. Uno de ellos fue Francisco 
Antonio de Elizondo, que publicó una Práctica wTiversal forense 
de los tr.ibtmales superiores de España y de las Illdias, muy usada 
en América española. que alcanzó en 1779-83 su cmlrta, en 1783-86 
su quinta y en 1788, su sexta ediciÓn.!1lI 

Entre las muchas obras prácticas en uso destaca por su gran 
acogida la Práctica de testamentos de Pedro Murillo de Velarde, 
impresa en Manila en 1745. Madrid y México en 1765, de nuevo 
en México en 1790 y luego en Buenos Aires en 1792. Posteriormen­
te, se la reimprimió en Chile en 1820 y 1838, en Lima en 1834 y 
1852, en México en 1852, 1865 Y en 1890, en París en 1869, y se la 
reeditó con ampliaciones otras cinco veces entre 1828 y 1869.100 

En materia de procedimiento criminal, hay que mencionar el 
Modo y forma de instruir y formar las causas criminales, de Mi­
guel Cayetano Sanz, impreso en Valladolid en 1774, reimpreso en 
Madrid en 1790, 1796 Y 1828, en Manila en 1826, del que se hicie­
ron dos ediciones mexicanas en 1827 yen 1830Yo 

En América se compusieron, también, algunos prontuarios. 
Entre ellos uno de los que gozó de mayor aceptación es la 
Instrucción forense, compuesta en 1782 por Francisco Gutiérrez 
Escobar (1750-1805) natural de La Paz, en la actual Bolivia y pre­
sidente de la Academia Carolina de Practicantes Juristas de Chu­
quisaca.U! Bajo el nombre de Cuaderno o ClIademillo de Gutié-

!OI Elizondo, Francisco Antonio, Práclica wlil'ersal forense de las 
Tribwlales de Espaiia)' de las Indias. 4· ed., Madrid, 1779-83. 

lO? Murillo de Velarde, Pedro, Práctica de testame1lto e71 que se re­
suelvell los casas más frecuelltes qlle se ofrecen en la disposicidn de las 
últimas voltwtades, Manila, 1745. Para las demás ediciones, Palau. op. cit. 

UG Sanz Miguel Cayetano, Modo y forma de i/lstruir y formar ras 
causas criminales, Valladolid, 1774 

m Gutiérrez de Escobar, Francisco, Instrucción Forense y order! de 
.:.ustanciar JI segllir los ;lIicios correspondientes, segúlI el estila y prácti. 
ca de esta Real Audiellcia de La Plata, Chuquisaca 1830. 
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rrel. y atribuido a veces erróneamente a José Gutiérrez, circuló 
manuscrito y luego también impreso con las convenientcs adap­
taciones en Lima en 1818 y 1846, en la propia Chuquicasa en 1830, 
en Chile en 1832 y 1846 Y en Quito en 1842.m 

En Buenos Aires, Manuel Antonio Castro ( .1832), presi· 
dente de la Academia de Jurisprudencia teoria y práctica y del 
Superior Tribunal de Justicia, escribió un PrOltluario de prdclica 
forense, impreso en 1834, que también se utilizó en los países ve· 
cinos."oJ 

En Chile hay una interesante serie de prontuarios judiciales 
que se escalonan desde 1844 hasta 1895 y desemboca en la codi· 
ficación.'" 

Ella se realizó en forma relativamente tardfa. Comenzó en 
1837 en materias muy específicas como el juicio ejecutivo, el re· 
curso de nulidad o las implicancias y recusaciones.'" Pero, se 
detuvo alH y sólo en 1875 se dictó la Ley de organización y alr;· 
buciones de los tribunales, en 1902 el código de procedimiento 
civil y en 1906 el de procedimiento penal. Este retardo de la codi· 
ficación pennite advertir la relación que guarda con los prontua. 
rios judiciales que la precedieron y prepararon. 

La serie se abre con el Prontuario de los Juicios de Bernar· 
dino Antonio Vila, publicado sin indicación de autor en Santiago 
en 1844. Como se advierte en la presentación, la obra ofrece: 

la ventaja no despreciable de tener en cada página la cita 
de las leyes de nuestros códigos españoles vigentes y la 

112 La edición chilena: Gutiérrez, José. Prontuario de los juicios, Sil oro 
den, Sllstallciación e illcidellcias escrito por el Dr . ................... _ .. _._. e impre. 
so en Lima)' reimpreso e" Salltiago de e/zile COll \'ariacionc.s de derec110 
fXJmo, Santiago, 1832. 

III Castro, Manuel Antonio, PronlZlario forense por el doctor .... 
Buenos Aires, 1834. 
. ."~ Sah'at M~nguillot . Manuel, Sentido)' forma de los prontuarios 
lrt!Ízclales en RevISta de pere~/¡o Pr~cesaI 7. Santia.go, 1974. p. 69 ss. El 
mismo. Los. prOIl~lIa.nos 1.urfdlcos. c!uleuos en la pnmera mitad del sigio 
XIX ESllldlo )' h,b/¡ografla, en BLbhoteca del Congreso. Homenaje a Gui. 
lIcrmo Felili Cruz, Santiago, 1974, p. 905 ss. 

'15 Bravo Lira. Bernardino,. Be!'o y la Judicatura. lA codificación 
procesal en. Departamento ~e C,enCJas del Derecho, Congreso Intemacio-­
nal Bello r .el J?erecho, S~ntLago 198~ .. p. 119 ss. El mismo, Los comienzos 
de la codzfzcaClón ell Chzle: la codzflcació,z procesal en Revista C/tilella 
de Historia del DerecllO 9, Santiago, 1984, p. 191 ss. ' 
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doctrina de los autores de nota que nos han ayudado en este 
trabajo.m 

Entre las obras citadas están varias de las que hemos men­
cionado en este trabajo: la Curia Filípica de Hevia Bolaños, La 
Ilustración del Derec]¡o Real de Sala, el Dicciollario de la Legis­
lación, de Escriche,la Práctica Forense de Elizondo, el Prol1lt1ario 
de Manuel Antonio Castro. 

Vila sigue a Castro en el esquema general, salvo pequeñas 
diferencias. 

De su obra se hizo una segunda edición corregida y aumenta­
da, que apareció en dos volúmenes en Santiago en 1857 y 1858, 
bajo sus iniciales: B. A. V.m 

Continuador de Vila fue José Bernardo Lira (1835-86), pri­
mer titular de la cátedra de práctica forense erigida en la dele­
gación universitaria del Instituto Nacional en 1864. Para las 
necesidades de la misma, Lira publicó en los años 1866, 1867 Y 
1869 un Prontuario de los Juicios en tres volúmenes.na Como Vila, 
se remite Lira a la legislación castellana vigente en Chile y cuando 
es el caso, a la legislación chilena posterior a la independencia. 
Cita, también, aunque más raramente, autores tales corno Alonso 
Díaz de Montalvo, el Febrero Novísimo de Tapia, la Práctica Fo­
rense de Elizondo.l1~ Además, consultó varios autores más moder­
nos: aparte de Vila y del Diccionario de Escriche, el Tratado Aca­
démico Forense, de Pedro Gómez de la Serna (1807-71) y Juan 
Manuel de Montalbán ( 1806-89),120 los Elementos de Práctica Fo­
rense de Manuel Ortiz de Zúñiga, la Ellciclopedia Espa/lo1a de 
Derecho y AdministraciólI, Lll la Ley de Enjuiciamiento civil co­
mentada de José María Manresa y Navarro, Ignacio Miquel y José 
Reus.m 

l!6 (Vila, Bernardino Antonio) Proll/llario de los jl/icios. Su illiciacióll, 
tramitación e incide/lcias, Santiago, 1844. 

m B(ernardino) A(ntonio) V(ila) Prolltuario de los juicios por 
2 vals., Santiago, 1857-58. 

tll Lira. José Bernardo, PrOIl/uario de los juicios, 3 vals, Santiago, 
1866. 67 Y 69. 

119 v. gr. Ibid., 3, p. 132 nota e; ver nota 108. 
v. gr. Ibid .. o, 54 nota e: ver nota 63. 

121 v. grs. Ibid. 3. p. 67 nota e; ver nota 62. 
Ver nota 65. 



Este Prontuario fue reeditado cinco veces antes de la codifi­
cación procesal cidl y penal en Santiago en 1870, 1880, 1881. 1886 
Y 1895. El códigú de procedimiento civil. promulp:ado en 1902, del 
cual el propio Lira fue hasta su muerte el principal redactor, no 
hace sino transcribir en artículos el contenido de su Prol1tua"¡o. 

Posterior al de Lira es la Pr(Íctica forel/se y prontllario de 
procedimientos judiciales de Robustiano Vera, aparecida en San­
tiago en 1887.1ll 

De la recopilaci6n a la codificaci6n 

La crítica es una actitud muy característica del siglo XVH!. 
A ella no escapa el derecho vigente. Como hemos visto, se recla­
ma en contra de la preferencia que se acuerda en la enseñanza 
y en los tribunales al derecho romano en desmedro del derecho 
patrio o nacional. Pero, también se critica este derecho. Se repro­
cha principalmente, la multiplicidad de las leyes, sus defectos, 
vacíos y contradicciones y, sobre todo, su falta de sistematización. 
Así cobra forma el ideal codificador, esto es, de reducir las anli­
~as leyes a un cuerpo ordenado, sistemático y aUlosuficiente de 
disposiciones. Esta nueva fonna de fijación del derecho tennina­
rá por imponerse por sobre la antigua labor recopiladora. 

Al principio. se piensa en un código general, único, compren· 
sivo de toda la legislación vigente. Esta idea persiste largamente 
hasta comienzos del siglo XIX. 

Pero ya en el siglo XVIII a propósito de las leyes penales, 
se madura el proyecto de hacer un código particular, esto es, que 
regule solamente una determinada rama del derecho. Esta inicia­
tiV3 es muy digna de atención, porque en definitiva la codifica­
ción comienza en España y en América española, precisamente 
por el derecho penal y bajo la forma de un código particular. 

Desde los años 40 del siglo XVIII empiezan a escucharse 
voces que piden la fonnación de un código comprensivo de la 
legislación vigente. Así lo hace en 1741 José del Campillo (1694-
1744) en un escrito titulado, significativamente, Lo que hay de 
mM y de menos en Espaíia para ser lo que deba ser y no lo que 

~lJ yem. Robu~tiano. Prdctica forense y prontuario de procedimien­
tos JlldlClales, Santiago, 1887. 
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es. Allí propone como remedio a las disputas e interpretaciones 
de las leyes: 

un cuerpo de leyes, sólido, nervioso, inalterableY"' 

Algo similar sugiere por la misma época Melchor de Maca­
naz (1670-1760). en sus Avisos políticos, dirigidos al nuevo rey 
Fernando VI en 1746: 

"Mande V. M. formar un códIgo de nuestras leyes civiles 
y penales, cuyo sentido de cada una sea tan claro y tan inte­
ligibles sus determinaciones que no necesiten ni de interpre­
taciones ni de aclaraciones posteriores. L15 

Por otra parte, se plantea también la necesidad de una nueva 
recopilación, como sucede en una representación dirigida al Mar­
qués de la Ensenada en 1747. Allí se propone que se haga una 
recopilación con: 

un método conveniente y claro, distinguiendo y distribu­
yendo los títulos y materias con atención a su natu raleza y 
calidad.L26 

Estas dos posiciones, las de quienes reclaman un código y la 
de quienes abogan por una nueva recopilación, coexisten por más 
de un siglo en España y en América española, desde la primera 
mitad del siglo XVIII hasta pasada la segunda mitad del si­
gloXIX. 

Poco a poco se perfila el concepto de código entre sus parti­
darios. Para Pablo de Mora y Jaraba autor de un Tratado crítico. 
Los errores del derec]¡o civil y abusos de los jurisperitos, publi­
cado en Madrid en 1748, se trata fundamentalmente de un texto 
de estudio, Código o Digesto teórico-práctico reducido a un volu-

12-4 Campillo José del, Lo que TIa de más en Espmla para que sea 10 
que debe ser y uo lo que es, Madrid, 1969, p. 95. PUL·a esto y 10 que sigue 
Tau Anzoátegui, Víctor, La codificación en Argelllilla (1810-1870). Mentali· 
dad social e ideas jurídicas, Buenos Aires, 1977. 

llS Macanaz, MeIchor de, Avisos políticos, mdximas pmdcIlciales y 
remedios universales que dicta la experiellcia y remite al Sr. D. Ferl/alldo 
VI, en Valladores de Soto Mayor, Antonio, SelllalJario erudito ... 8. p. 235. 

1l!6 RepreseutaciólI hecha al Excmo. Sr. Marqués de la E"senada 
sobre política exterior e imerior de Espaila, en Valladares, op. cit., p. 35·36. 
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men, destinado a la enseñanza del derecho y tal vez, también a 
ser aplicado en los tribunales.ll7 

En cambio, Juan Francisco Castro, con sus Discursos criticos 
sobre las leyes, publicados en 1765, pretende, según dice el pró· 
lago, "demostrar no sólo la utilidad, sino también la necesidad de 
un nuevo cuerpo de leyes",121 elaborado sobre la base de las exis­
tentes: 

se puede seguramente echar mano de los ricos y antiguos 
materiales que nuestros legisladores y sabios antiguos nos 
dejaron del todo preparados, sin que apenas reste otra cosa 
que el disponerlos en un conveniente y luminoso orden, for­
mando de todo un metódico cuerpo de derecho que una en 
un verdadero sis tema todo el derecho Español.ll\I 

En un pasaje célebre señala Castro la relación que hay entre 
la formación de este código y la proscripción del derecho ro· 
mano: 

... para que este general destierro del derecho Cesareo fue· 
se útil a la República, debiera preceder la formación de un 
cuerpo metódico de derecho Español en la forma que hemos 
propuesto en la Prefación de esta obra. 

Sin esta tan previa y precisa disposición, privarnos del es­
tudio del derecho Romano, poco menos sería que privarnos 
de unas aunque confusas luces con las que en algún modo 
podemos conducirnos y quedarnos casi en tinieblas, O aban­
donar un tal cual, aunque trabajoso socorro y quedarnos 
poco menos que en una extrema indigenciaYo 

Respecto a los autores de derecho, la postura de Castro es 
similar. Como asienta en la conclusión: 

ll7 Mora y Jamba, Pablo de, Tratado crítico. Los errores del derec110 
civil y abusos de los jurisperitos, Madrid, 1748, p. 28. 
. W Castro, Juan Francisco de, D.iscurs.os criticas sobre las leyes y sus 
IIltérpreles en que se f1emuestra la IIlcertldumbre de éstos y la m!cesidad 
de 1171 tluel'O y melódiCO cuerpo de Derecho para la recIa administración 
de /lIsticia, Madrid, }765, 2' e~. i1ust~ada con citas a la Novisima Recopi. 
laclón, 2 \'ols., Madnd. 1829. CitO segun esta edición prólogo p. V. 

ll\I Ibid., prólogo 1, p. IV. 
IJII lbid, lib. 2, discurso 1, p. 65. 
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Es justo deseemos pasarnos sin ellos, pero esto no puede 
ser faltando un sistema legal con sólidos y luminosos prin­
cipios que puedan sin peligro de error conducirnos a la ver­
dad. Cuando este deseado cuerpo de leyes salga a la luz, será 
tiempo de despedir nuestros trabajosos conductores, sin 
desairarlos por lo que nos han bien servido. Nunca su tra­
bajo será inútil, pues siempre se encontrarán entre sus 
obras ricos materiales para la fábrica del nuevo y luminoso 
edificio que deseamosYI 

En suma, Castro no emplea el término código para definir 
el cuerpo de leyes que anhela y que, según él, está llamado a mar­
car una nueva etapa en la historia juridica, pues gracias a él 
podrá prescindirse en adelante tanto del derecho romano como 
de los juristas antiguos. Pero deja bien en claro que se trata de 
formar sobre la base de las antiguas leyes: 

un metódico cuerpo de derecho que una en un verdadero 
sistema todo el derecho español.ll2 

Por esos mismos años, Alonso María de Acevedo propuso en 
sus Ideas de Wl lluevo Ctlerpo legal, formar un código nacional 
siguiendo el plan de las Siete Partidas, y agregando a cada una 
las leyes correspondientes.LU 

Similares proyectos se propondrán en América española, des­
pués de la independencia. También se hablará, por ejemplo, de 
formar un código único o de codificar las leyes dentro del orden 
de las Partidas y añadir las nuevas en los lugares corres pon­
dientes.1lC 

Pero también en el siglo XVIII se planteó la conveniencia 
de formar códigos particulares, esto es, dedicados exclusivamente 
a una materia y se dieron los primeros pasos en este sentido. 

Por resolución de 25 de septiembre de 1770 ordenó Carlos In 

U! lbid., lib. 4, discurso VIl, p. 14243. 
ll2 lbid., prólogo 1, pág. IV. 
Ul Semperc y Guarinos, Juan, E/1sayo de una biblioteca espaijola de 

los mejores escritores del reinado de Carlos fll, 4 vols., Madrid 1785·89, 
artículo Accvedo, 1, p. 8(}'83. ' 

114 Un código único propuso en Chile Francisco RamÓn Vicuña en 
1828 y la redacción de un código único a base de las Siete Partidas el re­
gente de la Cortc de Apelaciones Dr. Gabriet José Tocornal en 1831; so­
bre ambos, últimamente, Guzmán Brito, Alejandro, Alldrés Bello codifi­
cador 2 vols., Santiago, 1982, I p. 165 ss. y 219 ss. 
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preparar un códig? criminal basado en las leyes existentes y ade­
cuado a las necesidades de la época.m En cumplimiento de esa 
orden, el mexicano residente en Madrid, Manuel de Lardizábal 
(1739- 1820) compuso su famoso Discurso sobre las penas. publi­
cado en Madrid en 1782.1

)6 Esta obra fue reimpresa también en 
Madrid en 1828 y tuvo vasta difusión en España y América espa­
ñola, especialmente entre quienes se preocuparon de la codifica· 
ción del derecho penal. 

Lardizábal no se limita a señalar los defectos de las leyes 
penales vigentes. También destaca el valor de estas leyes patrias, 
pues considera que han de tomarse como base de la codificación: 

entre todas las legislaciones penales de la Europa que no 
se han reformado, ninguna hay menos defectuosa que la 
nuestra. Y (sin embargo) no sería difíci l hacer ver tam­
bién. . que algunas máximas que se establecen y adoptan 
hoy como útiles y nuevas se hallan autorizadas y consagra· 
das de tiempo inmemorial en nuestras leyes patrias.m 

Por otra parte, LardizábaI se enfrenta con una particularidad 
del derecho penal vigente entonces, tanto en España como en 
América española: el arbitrio judicial jugaba un gran papel para 
adecuar las antiguas leyes a las nuevas circunstancias. Así por 
ejemplo, se moderaba el rigor de las penas contempladas en los 
textos legales que databan del Medievo: 

Es verdad que nuestros legisladores claman contra el no 
uso de las leyes, declarando que todas las leyes del Reino 
que expresamente no se hallen derogadas por otras poste­
riores, se deben observar literall11ellle, sin que pueda admi­
tirse la excusa de decir que /70 están en uso. 

Pero a pesar de tan expresa voluntad repetidas veces decla­
rada por los Soberanos, la experiencia nos hace ver prácti-

m Rivacoba y Rivacoba, Manuel de, Lardi:ábaI 1111 penalista ilus­
trado. Santa Fe (Argentina). 1964. esp. p. 44 nota. Oneca Anión José 
estudio preliminar a Lardizábat, Manuel de D~scurso sobre las pe~as en: 
Reputa de Estudios PCllilellciarios 176. Madrid. 1967, p. 12, dice qu~ la 
resolución de Carlos lIT es del año 1776. 

IJoS Lardizábal. y. Uribe Manuel de. Discurso sobre las pellas cOntraí­
do a la! leyes cTllmllale~ de Espa.l1a. pa~a facilitar Sil reforma, Madrid. 
¡?82, rclm~reso en Madrid, 1828, e.llo segun esta edición. Hay otra poste­
rior. Madrid, 1916 y la de la ReVIsta de ES/lidios Pellite'¡ciarios, op. cit. 

111 Ibid., prólogo XIV-XV. 
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camente que son muchís imas las leyes penales que sin haber 
sido derogadas por otra están enteramente sin uso alguno, 
dando lugar por este motivo al arbitrio de los jueces, y, lo 
que es peor, sin que éstos le tengan para dejarlo de hacer 
así.1l8 

Pero, prosigue Lardizábal, este arbitrio judicial no era fácil 
de suprimir: 

No habrá hoy, por ejemplo, un juez que se atreva a mandar 
cortar la lengua al blasfemo y la mano al escribano falsario, 
sin embargo, de que éstas son las penas impuestas a estos 
delitos por leyes que no están expresamente derogadas por 
otras: y si hubiera alguno que quisiera resucitar estas leyes, 
creo seguramente que los tribunales superiores revocarían 
la sentencia, y el juez que la dio pasaría en el concepto pú­
blico por cruel y lemerado. Hállanse pues los jueces y tri­
bunales por defecto de la legislación en la fatal necesidad 
y dura alternativa de sufrir la nota de inhumanos o de no 
observar las leyes que han jurado cump1irY~ 

Para Lardizábal era indispensable acabar con el arbitrio ju-
dicial: 

S610 las leyes pueden decretar las penas de los delitos y 
esta autoridad debe residir únicamente en el legislador. To­
da la facultad de los jueces debe reducirse únicamente a 
examinar si el acusado a contravenido o no la ley, para ab­
solverle o condenarle en la pena señalada por ella. 10I0 

y conclula: 

"si se dejase (a los jueces) en su arbitrio el imponer penas, 
el derogarlas o alterarlas, se causarían innumerables males 
a la sociedad. La suerte de los ciudadanos sería siempre 
incierta, su vida, su honra, sus bienes quedarían expuestos 
al capricho, a la malicia, a la ignorancia y a todas las pasio­
nes que pueden dominar a un hombre. Si no hay leyes fijas, 
o las que hay son obscuras o están enteramente sin uso, es 
preciso recaer en el inconveniente del arbitrio judicial. .. 1'1 

ll8 Ibid., p. 71·72. 
1» lbid., p. 72-73. 
1010 Ibid., p. 70. 
l'l Ibid. 



Esta supresión del arbitrio judicial fue una de las ideas ma· 
trices de la codificación del derecho penal en España y América 
española. Incluso se cayó en el extremo contrario, de una deter­
minación casi matemática de la pena, como sucede en el código 
penal español de 1848 y toda la serie de códigos hispanoamedca­
nos que derivan de él. 

Cinco años después de la publicación del Discurso de Lardi­
zábal, entregó la Junta de Legislación encargada de estudiar la re­
forma de las leyes penales, un plan para formar un código penal. 
A su juicio éste debía tener tres características fundamentales: 
por una parte, debía reunir en un solo cuerpo todas las leyes 
penales esparcidas y dislocadas por todos los libros y títulos de 
la Recopilación. Dentro de él debía incluirse también lo relativo 
al procedimiento penal. En segundo lugar, debían actualizarse 
las penas anticuadas y en desuso, a fin de evitar el inmoderado 
y perjudicial arbitrio judicial. Por último, debían reducirse las 
leyes penales a una nueva forma y método, disponiéndolas por 
partes, títulos y leyes con buen orden, método y claridad. 

Este texto es muy importante, porque no sólo muestra que la 
codificación se abre paso primero en materia penal, sino que, 
condensa, además, las bases sobre las cuales se realizó en defini­
tiva la codificación del derecho penal castellano, más de medio 
siglo después, en 1848. Textualmente dice: 

"El prolixo examen que ... ha sido preciso hacer de todas 
las leyes del Reino, ha hecho ver a la Junta la necesidad, 
no sólo de alterar muchas penas, por estar enteramente 
anticuadas y sin uso alguno, de donde resulta innecesaria· 
mente inmoderado y perjudicial arbitrio para los Jueces y 
Tribunales: sino de dar también a dichas leyes nueva forma 
y método, respecto a que no tienen ninguno en la Recopila· 
ción, pues se hallan esparcidas y dispersas por todos sus 
libros y títulos. 

Por eso ha creído la Junta indispensable formar un cuerpo 
separado de legislación criminal sin mezcla de otra cosa al­
guna, el cual comprenda no sólo los delitos y las penas que 
les corresponden, sino también lo concerniente a las pruebas 
de los delitos y a la substanciación de los procesos crimi­
nales, dividido por partes, títulos, leyes con buen orden, mé­
todo y claridad y con toda la concisión posibles, de suerte 
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que cualquiera pueda imponerse con facilidad en esta im­
portante parte de la legislación".lu 

En definitiva, el proyecto de código criminal fue abandona­
do y por real decreto de 15 de abril de 1798 se ordenó hacer una 
nueva recopilación general de la legislación castellana. Esta mag­
na empresa fue concluida en un plazo asombrosamente breve, 
por Juan de la Reguera Valdelomar, a quien se debe la Novísima 
Recopilación de Leyes de Espmia de 1805 

Este cuerpo legal tuvo larga vigencia prácticamente en todos 
los países de derecho castellano y en algunos como España, Cuba, 
Puerto Rico y Filipinas, cuyo primer código civil data sólo de 
1889, rigió hasta fines del siglo XIX. 

Pero, desde muy temprano se propuso reemplazar a la Noví· 
sima Recopilació'l y, en general, a todos los antiguos cuerpos de 
derecho castellano por un código general en el que se refundiera 
este derecho patrio o nacional a la manera y estilo de los de 
Francia, Austria y Prusia. 

idea ~~~ ~~~o~s~~%e:~~n~zm~:r!~~u(t7n5t¡~~~)~~~~)l:~ ~~:as)~~ 
histórico-crítico sobre la legislación y principales cuerpos legales 
de los Reiuos do! León y Castilla, publicado en 1808, sostuvo: 

Que para introducir la deseada armonía y uniformidad en 
nuestra jurisprudencia, dar vigor a las leyes y facilitar su 
estudio ... conviene y es necesario derogar nuestras antiguas 
leyes, y los cuerpos que las contienen, dejándolos únicamen­
te en clase de instrumentos históricos para instrucción de 
los curiosos y estudio privado de los letrados. Y teniendo 
presente sus leyes fonnar un código legislativo original, úni­
co, breve y metódico: un volumen comprensivo de nuestra 
constitución política, civil y criminal. . :',1'0 

Estas ideas las reitera y precisa en su Juicio crítico de la 

ltl Oficio de la Junla de Legislación al Conde de Floriblanca, Madrid, 
26 de marzo 1787, en Casabó Ruiz, Jorge R., Los oríge.nes de la codificación 
penal en España: e.~ plan de Código Criminal de 1787 en Anuario de. De­
recllo Penal y Ciel/clas Pella/es 22, Madrid, 1919, p_ 313 ss. El documento p. 
331-32. 

lO Martínez Marina, Francisco, Ellsayo llistórico-crítico sobre. la le· 

f/ts~a~::.Ju~rá,~c:r;~ta~lt~~~OM1%~~sF:'a~1~~o~~i~li~~O d:rí~~ti~: /~ ~e:v~: 
sima Recopilacicjn, Madrid, 1820, p. 334. 
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Novísima Recopila.cióll, escrito en 1815 y publicado en 1820, que 
tuvo gran difusión en América española.!~ Allí vuelve a rechazar 
el método de las recopilaciones y aboga por: 

formar un código legislativo digno de la nación csp~ñola, 
por el estilo, orden y método de los que se han publIcado 
en Francia, Prusia y Austria".!43 

En concreto, Martínez Marina propone formar un códif!:o 
completo de la legislación acomodado al carácter del gema 
nacional, capaz de proveer a todas las necesidades del Esta­
do y del pueblo, análogo a los progresos de la civilización, 
a las ideas, opiniones y circunstancias políticas y morales 
de la" revoluciones pasadas ... en un estilo y lenguaje propio 
de la ley, claro, breve y conciso, y con toda la gravedad, no­
bleza, fuerza y armonía de que son susceptibles.!"" 

A pesar de la opinión adversa de Martínez Marina, en el me­
dio siglo siguiente a la publicación de la Novísima se hicieron 
diversas recopilaciones en Américo. española. También comenza­
ron a aprobarse en este período Jos primeros códigos particula­
res. El propio Martínez Marina, como veremos, concurrió a la 
elaboración del primero de ellos, el código penal español de 1822. 
Así. pues, nos encontramos ante una etapa en la que simultánea­
mente se realizan, por una parte, las últimas recopilaciones, y por 
otra, las primeras codificaciones. 

En diversos estados sucesores de la monarquía española se 
e laboraron recopilaciones, unas veces por iniciativa privada otras 
en forma oficial. Estas recopilaciones reunieron en su totalidad 
la legislación vigente, tanto anterior como posterior a la indepen­
dencia, o se limitaron a esta última. 

Un ejemplo de eHo es la Colecció" de órdenes y decretos de 
la Soberana hmta. Provisional Gubernativa. y soberanos cOl1gre­
sos generales de la l1a.ción mexicalla., en ocho volúmenes que abar­
can la legislación dictada desde la independencia en 1821 hasta 
1837, publicados por Mariano Galván Rivera (1782-1876) en Mé­
:dco, entre 1829 y 1840.141 

!" Martínez Marina, Francisco, Juicio Critico, op. cit. 
!'5 Ibid., p. 13-4. 
!-16 ¡bid., p. 27. 

!~7 Galván Rivera, Mari.a~o (editor), Colección de órdenes y decretos 
de la soberQlla JUlIla provIsto/tal gubemativa y soberanos congresos de 
la lIacióll mexicaJ/a, 8 vols., México, 1829-40. 
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En Argentina se publicó un primer Registro Nacional, en tres 
volúmenes, que recoge la legislación de 1825 a 1827 ,~ Luego se 
editó en Buenos Aires, en 1836, como obra privada, la Recopila­
ción de las leyes y decretos publicados en BI/ellos Aires desde el 
25 de mayo de 1810 hasta el fin de diciembre de 1835, en tres to­
mos sin indicación de autor, debida a Pedro de Angelis,l4'> A ella 
siguieron Olros dos tomos que tuvieron valor oficial en 1841 y 
1858,uo Esta recopilación se refiere a la provincia de Buenos Aires, 
Posterionnente, Ramón Ferreyra publicó en Buenos Aires ~n 
1863-64, un segundo Registro Nacional de la República Argentina, 
que abarca el periodo 1851-61.U1 Pero, sin duda, la recopilación 
oficial má .. importante en Argentina es el Nuevo Registro Oficial 
de la Nación, que comprende ladas las leyes y decretos de carne­
ter nacional desde 1810 hasta 1873, Realizado por Aurelio Prado 
y Rojas, fue publicado en seis volúmenes entre 1879 y 1884,m 

En cambio, son una obra privada las Palldecras Hispano­
Mejicanas de Juan N. Rodríguez de San Miguel (1808-1877), que 
abarcan toda la legislación vigente desde las Siete Partidas hasta 
1820, dispuesta conforme al plan de la Novísima Recopilación. 

Esta obra apareció en 1839 y se reeditó en París en 1 8S2,l~J Fue 
conocida fuera de México, en otros países de América española, 

14 Registro Naciotlal, Provincias Unidas del Río de La Plata (1825-
[827),3 \,\)[,>. Buenos Aires. 

1'1 Angc!is Pedro de, Recopilación de las leyes y decretos promulga­
dos ell Bu('uos Aires desde el 25 de mayo de 1918 hasta el fin de diciem­
bre de [835, 3 vols" Buenos Aires, 1836; Piñero Jorge E., "La Recopilacióll 
de leves y d"crelos prO/l1ldgados e'l BI/ellos Aires", de Pedro de A'lgelis, 
en Rel'ista del Imlitllto de Historia del DeredlO S, Buenos Aires, 1953, 
p, 217 ss, 

1'0 Zorraquín Becú, Ricardo, Historia del DerecllO Argculiuo. 2 vols., 
Bueno!; Aires. 1969, 2, p. 395, 

1\1 Fcrreyra, Ramón, Registro Naciot1al de la República Argetlti"a, 
3 \'ols., Buenos Aires, 186J.64, 

1'2 Prado \' Rojas, Aurclio, Registro Oficial de la Nació/!. 6 vo1s. Bue­
no,> Aires, 1879-84, 

U) RocIrfguez de San Miguel. Juan N., Pa/!dectas Hispa"o.mejicatulS 
o sea Código General Comp~e"si,'o de las leyes gellerales útiles y vivas 
de las Siete Partidas, Recop,laciól1 Novfsima, la de f"dias, aldos Y,Pro. 
videncias conocidas por de Motltemayor y Be/eiia y cédulas posteriores 
hasta 1820,3 '·ols. México, 1839,3 vols. París, 1.852, Hay una reimpresión fac­
similar con introdllcción de González (Dommguez), María del Refugio, 3 
vols.; México, 1980. 
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En Colombia, en cambio, se procede en forma oficial a hacer 
una Recopilación de las Leyes de Nueva Granada, obra de Lino 
de Pamba (1797-1862). promulgada en 1845. En ella se reúnen y 
distribuyen en 'iiete tratados todas las leyes dict3das desde 1821 
hasta 1844, que estaban vigentes.l~ Incluye el código penal de 
1837, que no es sino el español de 1822. 

En 1850 se publicó el Apéndice de la Recopilación Granadi­
nalSJ debido a José Antonio de Plaza y Racines (1807-1854) que 
agrupa las leyes dictadas desde 1845 y 1850 en los mismos siete 
tratados de la Recopilación de Pamba. 

En Chile se ordenó en 1846 hacer "una edición de las reales 
cédulas expedidas por los monarcas españoles para el gobierno 
de este país hasta el año de t81O".UII Pero ello no se llevó a cabo.I~1 

En cambio, hubo otros países como El Salvador y Guatema­
la, donde se hicieron posteriormente recopilaciones. La de Salva­
dor data de 1855, fue obra de Isidro Menéndez y rigió, de modo 
general, hasta 1860 en que entró en vigor el código civiLISI La de 
Guatemala rigió también, en términos generales, hasta 1877 en 
que se puso en vigencia el código civil. 

Paralelamente avanza el movimiento codificador. A diferen­
cia de las recopilaciones que recogen y mantienen en vigencia la 
legislación anterior, los cód igos son cuerpos le)!ales aulosuRcien­
tes que reemplazan a la legislación anterior. Por eso con ellos 
termina la vigencia del derecho indiano que es substituido por el 
derecho codificado. 

La primera etapa de la codificación se extiende desde la dic-

I~ Recopilación de las le.ves de Nlleva Granada ( 1854) ver Vélez, Fer. 
~~8~o, Estlldio sobre el Derecho Civil Colombiano, "01., J, Parls sIr (1926) 

p. 9.I!5 Apéndice a la Recopilación Gra"adina (1850) "er Vélez, op. cit., 

1'16 Decreto 16 de julio en Bole/fll de las leyes y decretos del Gobier­
tlO, tomo 14, p. 168. 

1S1 ~or Decreto 9 febrero 1848 se nombró una comisión compuesta 
por el fIscal de la Corte Suprema don Pedro Francisco Lira y el Ministro 
de la Corte de Apclacion.es don José Gabriel Palma, en Boletí" de las 
~e¡d!. y tlecre/os del Gobzertzo, lomo 16, p. 37. En definitiva no se hizo 

"'ad~; l\?~dZ;¡J.ní9~t~~~ono7:'~I.diO preliminar a Código Cil'iI de El Sal· 
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tación del código penal español en 1822 hasta la entrada en vi· 
gencia del código civil de Chile en 1857. 

En ténninos generales, la codificación se realizó en dos for­
mas: o bien mediante la adopción de códigos extranjeros, como 
los franceses, o bien mediante la elaboración de un código propio, 
basado en el derecho vigente, que en América española no era 
otro que el indiano.1S9 

La expresión adopción, aplicada a un código es la que se 
emplea en la época.l60 Indica que simplemente se toma como pro­
pio un código ya elaborado, al que se le introducen mayores o 
menores modificaciones. Excluye, por tanto, la elaboración de un 
nuevo texto. 

Así, pues, en el caso de adopción de códigos extranjeros se 
sobrepuso al derecho indiano un derecho extranjero. Así sucedió 
en Santo Domingo bajo la dominación haitiana con la promulga­
ción de los Ci"q Codes franceses en 1825.16! Poco después, entre 
1827 y 1829 se adoPló en el Estado de Oaxaca, en México, un có­
digo civil que no es sino una versión castellana del Code Civil 
francés. !6! Otro tanto hizo Bolivia en 1831 al adoptar el mismo 
código, si bien no sin modificaciones, basadas en el derecho in­
diano. l6l 

Pero lo ordinario en América española fue la elaboración de 
códigos propios, es decir, basados en el derecho indiano hasta 
entonces vigente, o bien, lo que es equivalente, la adopción de un 

!,¡ Sobre esto, últimamente Bravo Lira, Bemardino, "La difusión 
del c6digo civil de Bello el¡ los países de derec!1O castellal10 y porlllgllés, 
en Revista de ESllldios Hist6rico-Jurídicos 7, Valparaiso, 1982, p. 71 ss. 
esp. p. 81 ss. 

1((1 lbid , p. 97 ss. 
1.61 Mejía Rccart, Gustavo Adolro, Historia General del Derecho e His­

toria del Derecho Daminicallo, Santiago, 1943. 
I~ Código para el Gobierno del Estado libre de Qaiaca, Oaxaea 1828, 

C6digo Civil. Libro segundo. Para el gobierno del Estado libre de Qaiaca 
Oaxaea. 1829 y Código Civil para el Robiemo del Estado libre de Oaiaca. 
Hay una reedición en Ortiz·Urquidi, Raúl, Oaxaca cuna de la codificación 
iberoamericana, México, 1974, apéndice p. 119, 171 , 199, respectivamente. 
Debo el conocimiento de este código a gentileza del prof. Alejandro Guz­
mán Brito. Vásquez Pando, Fernando, Notas para el estudio del "Princi­
pio de efectividad", tesis Escuela libre de Derecho, México, 1970, esp. p. 
127 Y p. 158-9, nota 379 

16l Terrazas Torres, Carlos, Estudio preliminar a C6digo Civil de 
Bolivia, Madrid, 1959, p. 9 ss. 
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código así elaborado en otro de los estados sucesores de la mo­
narquía. 

Entre estos códigos. adoptados en varios países, están el pri. 
mero de ellos, el código penal español de 1822; el código d~ co­
mercio español de 1829; y sobre todo. otros dos que son piezas 
claves dentro de la codificación en los países de derecho caste' 
llano: el código penal español de 1848 y el código civil chileno 
de 1855. 

El código penal español de 1822. en cuya elaboración inter­
vino Francisco Martínez Marina. el autor del Juicio Crítico de la 
Novísima Recopilación, pero que es obra principa lmente de José 
María Calatrava (1781-1846), apenas se aplicó en España.l6I Pero, 
en cambio. tuvo gran significación en América española. donde 
fue adoptado sucesivamente por El Sa lvador en 1826. por Bolivia 
en 183 1, desde donde se extendió por poco tiempo a los estados 
Nor y Surperuanos en 1836, por el Estado de Veracruz en México 
en 1834, por Colombia y Ecuador en 1837 y por Costa Rica en su 
código general de 1841.165 

De modo semejante, el código de comercio español de 1829, 
obra de Pedro Sainz de Andino ( 1786- 1863). se extendió a Cuba, 
Puerto Rico y Filipinas y fue adoptado con modificaciones por 
Paraguay en 1846, por Perú y Costa Rica en 1853 y por Córdoba 
en Argentina, en 1857.166 

El código penal español de 1848. obra principalmente de 
Manuel Seijas Lozano (1800-1868)167 fue objeto de unos magistra-

I~ Oneca Antón, José, Historia del CÓdigo Pellal de 1822 en Anua­
rio de derecllO pellal )' ciellcias pena/es 18, Madrid, 1965, p. 263 ss. Casabó 
Ruiz, José Ramón, lA aplicación del código pC'!a/ de 1822 en Estudios pe. 
'!ates, Libro Izomenaje al Pro,. J. Allfól/ DI/eca, Salamanca. 1982, p. 920 ss. 

16.\ Quintana Ripollés. La inf/uencia del dercclJO penal espa,lo1 en las 
legislaciolles f¡ispanoomericallas, Madrid, 1953, esp. p. 102 ~s. El autor 
~e intr::rcsa por el infl.ujo _ del derecho penal vigente cuando él escribió, 
mas bien que por la difUSIón del código espai'iol de 1848. 

166 Código de Comercio de 30 de mayo de 1829, Madrid, 1829. Bravo 
Lira, la dif!lsión de! cóc/iro civil! op. cit., esp. p. 81·82, Vivas, Mario Car­
Ias, El código. de ~omerclO espallol de 1829 y Sil vigcllcia ell Córdoba. en 
Re\'lsta de Historia del Derecho 8, Buenos Aires, 1980, p. 457 ss. 

1~1. Candil Jiménez, ~rancisco, /l1allllel Seijas unallo, miembro de la 

;:;7;~s3~,' t!i:~~~tl:S~,C:d4f3~s~nEf~:~~~, 'fjb::~~%¡~~n~;'~~b~e ~~e,;~~:,,~~: 
ció" de dOll. Jpaquin Frm,~isco l!.ac1!eco en la elaboración del Código pe­
lla! de 1848 Ibld .. 28, Madrid, 197~, p. 405 ss. Oncca, José Antón. El código 
penal de 1848 y D. JOQquín Francisco Pacl!eco, ibid .. 18, Madrid, 1965. 
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les comentarios del insigne jurista Juan Francisco Pacheco (1808-
1865), El C6digo pellal concordado y comentado, publicado en 
Madrid en 1848-49 y reeditado seis veces hasta 1888, que contri­
buyeron poderosamcnte a su difusión.IN Varios estados de Amé­
rica española adoptaron con mayores o menores modificaciones 
este código pen.:ll. Entre ellos se cuentan El Salvador en 1859, 
1881 Y 1904, Pen.í en 1863, México en 1871, Venezuela en 1873, 
Chile en 1874, Nicaragua en 1879 y 1891, Costa Rica en 1880, Gua­
temala en 1889 y Honduras en 1898. Además, en 1872 se extendió 
su vigencia a Cuba y Puerto Rico, que, como se sabe, hasta 1898 
siguieron fonnando parte de la monarquía españolaY'11 

No menor difusión tuvo el código civil de Chile, obra de 
Andrés Bello (178 1-1865) promulgado en 1855.1'0 De él puede de­
cirse que fue en su tiempo la más perfecta realización del ideal 
codificador común a los di"ersos estados sucesores de la monar­
quía española. En cuanto cuerpo ordenado, sistemático y comple­
to de derecho patrio o nacional, purificado de los ,'icios, contra­
dicciones y defectos de las antiguas leyes, representa la culmina­
ción de los intentos de afirmación del derecho patrio o nacional, 
de critica y superación de sus deficiencias y de formulación prác­
tica del mismo que se remontan al siglo XVIIr.17I 

Así se explica, en último término, que fuera adoptado con 
mínimas modificaciones por una serie de países americanos: Co­
lombia a partir de 1860, Panamá en 1860 y, luego de su indepen­
dencia, en 1917; El Salvador en 1860, Ecuador en 1861, Venezuela 
por pocos meses en 1863, Nicaragua en 187 1, Honduras desde 
1880 hasta 1898 y de nuevo, desde 1906 en adelante. Además, in­
fluyó en la codificación civil de otros estados sucesores de la 
monarquía española, como Uruguay y Argentina.m 

En cuanto a la codificación del derecho procesal, comprende 
fundamentalmente dos aspectos. Por una parte, está la organiza­
ción de la Judicatura, que bajo el influjo del constitucionalismo 
sigue una suerte parecida a la del derecho politico indiano. Por 

168 Pacheco, Juan Francisco, El códiRO penal concordado y comen­
tado. Madrid, 1848-49, ver nota anterior, 

169 Bra\'o lira, La difusió" del código CÚ'II, op cit. 
110 Sobre la codificación del derecho civil en Chile, 1Iltimnmcnte GlLZ­

m:1n, op cit. 
171 Bravo Lira, lA difusión, op cit., esp. p. 92 Y 105. 
m Ibid. 



la otra, están los procedimientos que, en general, permanecen fie­
les al derecho castellano vigente en América española durante la 
época indiana. Así lo muestran el Código de Procederes de Bolivia 
de 1830, la ley de procedimientos de Ecuador de 1835, la ley de 
enjuiciamiento de Venezuela de 1836, las llamadas leyes marianas 
de Chile en 1837 y sobre todo, el Código de Procedimiento del 
Perú de 1852 y la Ley de Enjuiciamiento española de 1855. Esta 
última sirvió de modelo a las posteriores en América española.m 

La piedra angular de la Ley de Enjuiciamiento de 1855, que 
explica en buena parte su difusión en otros estados sucesores de 
la monarquía española, fue que sus redactores tomaron como 
base las antiguas leyes castellanas que también regían en América 
española. Al hacerlo, se atuvieron a1 principio que les prescribió 
la ley de 13 de mayo de 1855: 

Restablecer en toda su fuerza las reglas cardinales de los 
juicios, consignadas en nuestras antiguas leyes, introducien­
do las reformas que la ciencia y la experiencia aconsejan y 
desterrando todos los abusos introducidos en la práctica.H

' 

Asi como el comentario de Pacheco contribuyó grandemente 
a la difusión del código penal español de 1848, el comentario a 
la Ley de Enjuiciamiento de 1855 de José María Manresa v Na­
varro, Ignacio Miquel y José Reus, La Ley de Elljuiciamielllo civil 
comentada y explicada, publicado en Madrid en 1856·61, fue un 
elemento capital en su difusión.m 

La síntesis que allí hacen estos autores de la labor cumplida 
por los redactores de dicha ley de enjuiciamiento, puede muy bien 
servir de resumen de toda la época en que coexisten las últimas 
recopilaciones con las primeras codificaciones. Hay una palmaria 
similitud entre la tarea cumplida en España por los redactores 
de la ley de enjuiciamiento y el trabajo realizado en el otro extre­
mo del mundo de habla castellana por los redactores del Código 
de Procedimiento Civil del Perú y por Andrés Bello al codificar 
el derecho castellano vigente en Chile, lo que muestra la unidad 
fundamental del proceso codificador en los países de derecho 
castellano. 

m Levaggi, Ahe1ardo, La codificació'l del procedimiento cidl en la 
ArgeNtina en Revi~ta C/¡i/etla de Historia del Derecho 9, Santiago, 1984. 
p. 211 ss. 

17~ Ley de bases de 13 de mayo de 1855, en Manrcsa, Miqucl y Reus. 
op. cit., p. XXV. 

115 Ibid. 
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Las palabras de Manresa, Miquel y Reus, son las siguientes: 

Comprendiendo acertadamente que su misión no era la de 
meros compiladores de las leyes antiguas, no han formado 
una Recopilaci6n a semejanza de la que hizo D. Juan de la 
Reguera: si tal cosa hubiesen hecho no s610 habrían desco­
nocido los principios de la moderna codificación, sino que 
hubieran merecido que un Marina escribiese otro Examen 
crítico, como el que publicó dicho jurisconsulto sobre la 
Novísima Recopilación. No era su encargo el de recopilar 
las leyes antiguas, sino el de restablecer en toda su fuerza 
y vigor las reglas cardinales contenidas en aquellas y esto es 
cabalmente lo que ha hecho la comisión dando a su obra la 
fonna que todas las naciones han adoptado para la confec­
ción de sus códigos. Pero al mismo tiempo que han consig­
nado en la nueva ley los principios cardinales de los nues­
tros, han introducido también notables refonnas que la 
ciencia demandaba; han resuelto varios puntos dudosos de 
la antigua jurisprudencia y han d.ictado disposiciones acer­
tadas que cortarán muchos de los abusos que hasta ahora 
se han lamentado.l76 

Por su difusión, el código penal español de 1848 y el código 
civil chileno de 1855 marcan un hito en la codificación del derecho 
castellano vigente al mismo tiempo en España que en América 
española, donde, como sabemos, era parte y muy principal del 
derecho indiano. La explicación de que esos dos códigos fueran 
adoptados con singular fortuna por tantos países no es difícil. 
Basta observar que su contenido proviene casi íntegramente de 
ese derecho castellano que regia en España y América española. 
Por eso, no hubo ningún obstáculo para reemplazar ese derecho 
castellano no codificado vigente hasta entonces, por el dere­
cho castellano codificado de los nuevos textos legales. 

Síntesis y conclusiones 

La independencia de América española señala el fin de la 
época jndiana. Pero no del derecho indiano, que mantiene su vi­
gencia por largo tiempo, a veces incluso hasta comienzos del 
siglo XX, como sucede en Chile en materia procesal civil y penal. 

116 Ibid, p. XXI-XXII. 
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Esta pervivencia del derecho indiano está atestiguada de mu­
chas maneras por la literatura jurídica. 

Para abarcarla en su conjwlto, hemos distinguido aparte de 
las obras iurídicas más usuales, tres grandes corrientes que vie­
nen del sfglo XVIII, atraviesan la época de la i.ndependencia ~' 
llegan hasta la codificación. Ellas muestran una mdudablc contI­
nuidad jurídica entre la época anterior y la posterior a la inde­
pendencia. Esas corrientes son: la afirmación del derecho patrio 
o nacional, la formulación práctica del derecho y la labor recopi­
ladora o codificadora de la legislación. 

Entre las obras más usuales est::'tn en primer lugar los co­
mentarios a la Nueva Recopilación, a las Siete Partidas, a las 
T~eves de Toro y demás. De ellos el más tardío, el de Llamas y 
Malina a las Le)'es de Toro, se publicó después de la independen­
cia en 1827 y se reimprimió en 1852. 

Pero, sobre todo, llaman la atención otras obras jurídicas 
que se reeditan después de la independencia. Así sucede, por 
ejemplo, hasta 1845 con los Juzgados Militares de Colón de La­
rriátegui y con la obra del Conde de la Cañada sobrc los recursos 
de fuerza, hasta 1852 con las Tnstitlltiolles iuris ca/lOl1ici de Ca­
vallaría, hasta 1858 con la Curia Filipica, hasta 1893 con las 
lllsfituriol1wlI cmlOHicanmt de Dcvoti y nada menos que hasta 
1898 con los Comentarios de Gamboa. 

La afirmación del derecho patrio o nacional tiene su expre­
sión más notoria en los libros de Institutas que se elaboran para 
facilitar su estudio y enseñanza. Los verdaderos iniciadores en 
este campo fueron Asso y de Manuel con sus instituciones apa­
recidas en 1771 y reimpresas hasta 1828. Pero más solicitados aún, 
fueron los textos de sus seguidores, Sala y Alvarez. La !lustración 
del Derecho Real de Sala se publicó en 1803 y se reeditó hasta 
1870, es decir, hasta la promulgación de los códigos civil y penal 
mexicanos. En cuanto a las Instiftlciol1es de AlvGl"ez, aparecieron 
en 1818 y se reeditaron hasta 1854. 

Las obras de los prácticos forman en cierto modo un género 
aparle, aunque en los anaqueles de las bibliotecas jurídicas se 
codeen con otros libros jurídicos. AqUÍ, el modelo indiscutido es 
José Febrero, cuya Librería comenzó a aparecer en 1769 y no cesó 
de reeditarse hasta 1870, es decir un siglo después. Diversos auto­
res tales como José Marcos Gutiérrez, Eugenio Tapia y Florencia 
Garda Govena prepararon estas reediciones. La última, apare­
cida en 1870 baio el nombre de Novísimo Febrero Mexicmlo, se 
debió a Manuel Dublan y Luis Méndez. 
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Completa el cuadro y en cierto modo viene a cerrarlo, la 
labor recopiladora o codi.ficadora. Ambas líneas de trabajo se re­
montan al siglo XVIII, en el curso del cual poco a poco cobra 
forma el ideal codificador, contrapuesto al recopilador. Al prin­
cipio se habla de un código general, comprensivo de toda la legis­
lación, como lo hace todavía en 1815 Martínez Marina. Pero, la 
idea de un código particular, que regule sólo determinada rama 
del derecho, aflora ya en el último tercio del siglo XVIII a pro­
pósito de las leyes penales. 

La disyuntiva entre recopilación y codificación adquiere todo 
su significado en el medio siglo que transcurre entre la Novísima 
Recopilación de 1805 y el código civil de Chile de 1855. Esta es 
la época de las últimas recopilaciones y de las primeras codifica­
ciones. Allí donde se hacen nuevas recopilaciones el derecho in­
diano mantiene su vigencia, sin otras alteraciones que las intro­
ducidas por la legislación de cada estado. Donde, en cambio, se 
hacen codificaciones, el derecho codificado desplaza en bloque a 
todo el derecho anterior, vale decir, a todo el derecho indiano, 
que deja de ser derecho vigente y queda relegado a la condición 
de mero antecedente histórico del derecho codificado. 

Para terminar, se distinguen en España y América española, 
dos formas fundamentales de codificación. Por una parte, está 
la adopción de Wl código extranjero. En ese caso, no se elabora 
un texto nuevo, sino que se promulga simplemente el extranjero 
con más o menos modificaciones. Por otra parte, está la forma­
ción de un código propio. En este caso se elabora un nuevo texto 
sobre la base del propio derecho, que en América española es el 
derecho indiano. A esta forma de codificación se reduce la adop­
ción de un código elaborado sobre esa base en otro de los estados 
sucesores de la monarquía, como sucede con los códigos penal 
español de 1822, comercial español de 1829, penal español de 1848 
y civil chileno de 1855. 

En todo caso, la suerte del derecho indiano es la misma. La 
codificación bajo cualquiera de sus formas, pone fin a su vigencia 
y lo substituye por el derecho codificado. La única diferencia es 
que mientras en algunos estados este derecho codificado es fun­
damentalmente un derecho extranjero, en otros, es una versión 
actualizada del derecho anterior a la codificación, es decir, del 
derecho indiano. 


	MC0063675_0001
	MC0063675_0002
	MC0063675_0003
	MC0063675_0004
	MC0063675_0007
	MC0063675_0008
	MC0063675_0009
	MC0063675_0010
	MC0063675_0011
	MC0063675_0012
	MC0063675_0013
	MC0063675_0014
	MC0063675_0015
	MC0063675_0016
	MC0063675_0017
	MC0063675_0018
	MC0063675_0019
	MC0063675_0020
	MC0063675_0021
	MC0063675_0022
	MC0063675_0023
	MC0063675_0024
	MC0063675_0025
	MC0063675_0026
	MC0063675_0027
	MC0063675_0028
	MC0063675_0029
	MC0063675_0030
	MC0063675_0031
	MC0063675_0032
	MC0063675_0033
	MC0063675_0034
	MC0063675_0035
	MC0063675_0036
	MC0063675_0037
	MC0063675_0038
	MC0063675_0039
	MC0063675_0040
	MC0063675_0041
	MC0063675_0042
	MC0063675_0043
	MC0063675_0044
	MC0063675_0045
	MC0063675_0046
	MC0063675_0047
	MC0063675_0048
	MC0063675_0049
	MC0063675_0050
	MC0063675_0051
	MC0063675_0052
	MC0063675_0053
	MC0063675_0054
	MC0063675_0116
	MC0063675_0204
	MC0063675_0256
	MC0063675_0318
	MC0063675_0388
	MC0063675_0420

